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Introducción 
 
Pocos períodos históricos han sido tan pródigos en acontecimientos como los 
que han ocurrido en los sesenta años después de finalizada la Segunda Guerra 
Mundial. Se afirma que ésta guerra fue resultado de factores económicos, 
políticos, sociales e históricos muy profundos –que no es menester analizar en 
el presente trabajo- pero al final del conflicto, el ideario formal de las grandes 
potencias que emergieron, buscaban y afirmaban desde la primera declaración 
interaliada, la Carta del Atlántico del año 1941, el único fundamento cierto de la 
paz reside en que todos los seres humanos libres del mundo puedan disfrutar 
de la seguridad económica y social y, por lo tanto, se comprometan a buscar un 
orden mundial que permita alcanzar esos objetivos una vez finalizada la guerra.  
 
Estos propósitos se reafirmaron en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos –promulgada por las Naciones Unidas-, firmada por representantes 
de veintiséis naciones en 1942, en las diversas conferencias en Moscú y 
Teherán en 1943 y las de 1944 en Yalta. Todas estas reuniones permitieron la 
integración de lo que llamamos la Organización de las Naciones Unidas, la cual 
se estableció en Abril de 1945. En dicha Carta, se reconocen que los pueblos 
de las Naciones Unidas estaban “decididos a promover el progreso y mejorar 
sus niveles de vida dentro de una libertad mayor”, “a emplear las instituciones 
internacionales para la promoción del avance tecnológico y social de los 
pueblos”, “a lograr la cooperación internacional necesaria para resolver los 
problemas internacionales de orden social, cultural o de carácter humanitario” y 
“para promover y estimular el respeto a los Derechos Humanos y las libertades 
fundamentales de todos-as, sin distinción de raza, sexo, lengua o religión” 
(Naciones Unidas, 1960). 
 
Es así que se crean organizaciones internacionales que, para bien o para mal, 
intervienen en la realidad de los países y sus consecuencias generan 
percepciones diferentes -razón por la cual es obligatorio  procurar un riguroso y 
objetivo posicionamiento- como sujetos sociales inmersos dentro de esta 
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misma dinámica, somos observadores privilegiados de procesos en pleno 
desarrollo.  
 
Estas organizaciones tan conocidas, las grandes mayorías desconocen los 
propósitos de su origen y de sus definiciones tal como fueron pensadas en su 
momento. El Fondo Monetario Internacional por sus siglas (FMI) fue creado con 
el objetivo de facilitar la expansión y crecimiento equilibrado del comercio 
internacional, para contribuir a promover y mantener altos niveles de empleo e 
ingreso real, al desarrollo de los recursos productivos de los países miembros, 
y la estabilidad cambiaria; El Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento 
(BIRF), hoy conocido como Banco Mundial (BM) fue constituido para ayudar a 
la reconstrucción y desarrollo de los Estados miembros, proporcionando los 
recursos de inversión para propósitos productivos a fin de estimular el 
crecimiento a largo plazo del comercio internacional y de los niveles de vida; la 
Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación 
(FAO), con el propósito de contribuir a la elevación de los niveles de nutrición y 
de vida y a mejorar las condiciones de la población rural; la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia, y la Cultura (UNESCO), para 
que contribuya a la paz y la seguridad promoviendo la colaboración entre las 
naciones por medio de la educación, la ciencia y la cultura para estimular el 
respeto universal por la justicia, por la ley y por los Derechos Humanos y 
libertades fundamentales de  todos; la Organización Mundial de la Salud 
(OMS), cuyo objetivo es lograr que todos los pueblos obtengan el nivel más 
alto posible de salud, entendiendo la salud como un estado completo de 
bienestar físico, mental y social, y no solamente por la ausencia de la 
enfermedad y la debilidad (Naciones Unidas, 1960). 
 
Y la Organización Internacional del Trabajo por sus siglas OIT) que no fue 
creada junto al resto de instituciones de las Naciones Unidas- sino mucho 
antes-, ya para 1919 con el tratado de Versalles se pensó y estructuró este 
organismo, por diferentes posicionamientos económicos, políticos y sociales a 
raíz de las centenares de luchas obreras y sobretodo por la modernidad en el 
mundo del trabajo y las transformaciones que se empezaban a concebir en las 
relaciones laborales (Nicaragua fue miembro fundador de esta Organización) 
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Esta Institución -que posteriormente se asoció con las Naciones Unidas en 
1946- es la fuente principal del Derecho Internacional del Trabajo, el cual 
genera normas internacionales a través de acuerdos tripartitos adoptados 
institucionalmente. Tiene como principios fundamental que todos los seres 
humanos, independientemente de su credo, raza o sexo, tienen Derecho de 
buscar su bienestar material y su desarrollo espiritual en condiciones de 
libertad y de igualdad, de seguridad económica y de igualdad de oportunidades 
(Naciones Unidas, 1960). La Constitución de la OIT promueve a todos los 185 
miembros la obligación y necesidad de mantener indicadores de carácter 
laboral que contiene una base común de tratamiento mínimo, establecida en 
los acuerdos y convenios ratificados y que se mantienen vigentes.  
 
Siendo miembro de las Naciones Unidas, el Derecho promulgado intenta 
convertirse en uno universalmente aceptado por todos los Estados miembros, 
sin embargo es necesario que cada uno de estos acepten previamente dichas 
disposiciones para que tengan  validez y eficacia jurídica.  
 
Parte de las acciones de la OIT, se encuentra el mejoramiento de las 
condiciones de vida y trabajo de los-as trabajadores-as. Para que esto se haga 
realidad, este organismo internacional está estructurado con un andamiaje 
jurídico y otro técnico; el primero es el encargado de la realización de 
convenios, tratados, recomendaciones, normas jurídicas modelo, entre otros. Y 
el segundo, el otro elemento fundamental es el que se encarga de poder 
operacionalizar lo anteriormente dicho por medio de asistencia en los 
programas y otros procesos que los países y entidades requieran.  
 
En el texto anteriormente citado, aparecen muchas organizaciones 
internacionales descritas y que son conocidas casi universalmente. Antes de la 
constitución de la OIT en 1919, tanto en la Revolución Francesa, como la 
norteamericana, la libertad, la igualdad, el progreso, y otras categorías 
semejantes eran parte del ideario de la sociedad.  Después de finalizada la 
Segunda Guerra Mundial, se ha podido observar las constituciones de los 
grandes bloques económicos y políticos y la desaparición de estos (una serie 
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de acontecimientos que se dieron en estos sesenta años); por ejemplo el 
derrumbamiento del colonialismo, la constitución de los países del tercer 
mundo, la conquista espacial, la desaparición del nazismo, el control de la 
energía nuclear, el manejo del ADN, los avances tecnológicos y la revolución 
de la bio y nanotecnología, la apertura (exceptuando de sur a norte) de las 
fronteras estatales que ha permitido la internacionalización y mundialización de 
los seres humanos y bienes, la Revolución de las Tecnologías de la 
Información y Comunicación, y sobretodo el desmantelamiento de los Estados 
de Bienestar, el surgimiento de movimientos sociales  como el de los 
estudiantes de mayo del 68 en Francia. En América Latina, el derrocamiento de 
las dictaduras políticas, el surgimiento de movimientos sociales indígenas, la 
imposición del sistema neoliberal -después de varias pruebas pilotos como el 
caso de Chile en la década de los 70 por ejemplo- lograron constituir nuevas 
estructuras sociales y fundamentalmente nuevas interacciones jurídicas. 
 
Este lapso, los últimos sesenta años, han sido testigos de tantos 
acontecimientos determinantes que han permitido ponernos en la modernidad 
(y posmodernidad), sin embargo a pesar de tantos cambios, distintos preceptos 
y principios jurídicos establecidos en muchos acuerdos internacionales -pero en 
particular los de la Carta fundacional de la OIT- continúan siendo una 
asignatura pendiente. Pareciera que el Derecho de los-as trabajadores-as 
cuando es aplicado a categorías tan conflictivas como es el Trabajo y a las 
expresiones de la vida humana, no tiene la velocidad con que es aplicado los 
derechos al capital.  
 
Así, estos breves párrafos sirven de reflexión inicial para proponer 
explicaciones acerca de las consecuencias que para el-la trabajador-a 
nicaragüense y para los-as nicaragüenses en general que tiene la injerencia 
directa en los asuntos de Nicaragua de organismos diseñados en 1945 para la 
paz, el desarrollo, el bienestar, la democracia y sobretodo para la prosperidad 
como son: el FMI y el BM. Es preciso decir que el propósito de esta 
investigación no es enjuiciar a estas organizaciones y su actuar en Nicaragua, 
sin embargo se torna de suma importancia colocarlos como actores de primera 
mano porque sus propuestas y mandamientos han tenido efectos directos y 
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perversos que no van acorde a los propósitos fundacionales de la OIT y que no 
se corresponde con los derechos sociales y políticos reflejo de la lucha popular 
y las transformaciones sociales en los últimos 30 años de la vida nacional. 
 
Además cabe decir que no ha sido una aplicación únicamente a nuestro 
Estado, sino que ha sido generalizado para un contexto socio-jurídico 
determinado como es el caso de occidente, con particular visión, en los años 
70, a Latinoamérica. Estas injerencias, recomendaciones, recetas, políticas o 
como queramos llamarles, han tenido –y siguen teniendo- efectos en la 
actualidad, es por esta razón la importancia de su estudio. 
 
El año 1990 marca un hito decisivo en la vida nacional nicaragüense. Es el año 
de la derrota electoral del FSLN, resultado de la estrategia invasiva 
contrarrevolucionaria dirigida y financiada por el gobierno de los Estados 
Unidos. Acción concertada con otros países e incluso con la iglesia católica 
(todo el proceso de desideologización masiva) enarbolando la bandera de la 
paz y la lucha contra el comunismo de los años 80.  
 
En los años de la crisis de la deuda y de la llamada década perdida y en el 
caso de Nicaragua del “shock” producido por la guerra, se elabora y propone el 
llamado Consenso de Washington por el economista John Williamson y los 
postulados de los Chicago Boys se legitiman con su doctrina friedmaniana y 
con el apoyo político de los NeoCon1.  
 
El cambio de gobierno en Nicaragua no solo fue el traspaso simbólico de la 
bandera de Nicaragua de un gobierno a otro que toma el cargo de dirigente de 
la Administración Pública, sino que supuso transformaciones radicales-totales 
en lo político-social-cultural-económico y fundamentalmente se empiezan a 
gestar cambios en lo jurídico. Un ejemplo claro de lo dicho anteriormente son 
las reformas de la Constitución Política de la República de Nicaragua en 1995 
                                            
1  NeoCon: “NeoConservadores”, corriente ideológica norteamericana generalmente 
perteneciente del Partido Republicano, entre otras características, se definen por una política 
exterior muy agresiva y con un nacionalismo exacerbado y un evidente rechazo hacia otras 
corrientes ideológicas como el socialismo por ejemplo. 
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que, por enmiendas parciales, lograron configurar con otra lógica y bajo una 
nueva ideología lo que proponía  nuestra Carta Magna de 1987.  
 
Nicaragua se encontraba en una inflación aproximada de 35,000%, una deuda 
externa cerca 13,000 millones de dólares y un aparato productivo destruido por 
casi 13 años de guerra, miles de combatientes sepultados, otros miles de 
discapacitados, los puertos minados resultado del bloqueo económico, 
violación de normas internacionales, actos delictivos comprobados como el 
Iran-Gate, y peor aun, una sociedad crispada, enfrentada y polarizada.  
 
En ese contexto muy complejo de entender, entran los “salvadores de los 
países” -llámese organismos multilaterales- y proponen (imponen) condiciones 
para brindar el apoyo necesario y que el país entre en el “camino del desarrollo 
y la democracia”. 
 
Es en este sucinto marco en donde el mundo del trabajo empieza a expresarse 
en Nicaragua de una manera distinta, se rige bajo una lógica internacional y 
con argumentos desde el capital transnacional. Interesa comprender y explicar 
la necesidad de saber qué está pasando con el Derecho como tal y sobretodo 
con la aplicación de la norma en los nuevos cambios que se empiezan a sentir 
en la población, en torno a la modificación de la estructura laboral existente.  
 
Ya la OIT revela, que: 
 
actualmente hay alrededor de un billón de personas en el desempleo, el 
subempleo o trabajando en condiciones precarias y el 80% de las personas en 
edad de trabajar no tienen acceso a la protección social básica (Gamboa, 
D´Angelo, 2007. Pp. 12) 
 
Las cifras de Nicaragua no están muy alejadas –proporcionalmente- a la 
afirmación que la OIT hace a escala mundial. 
 El Consenso de Washington es un listado de medidas de políticas económicas 
de diez puntos (en su inicio) que permiten de manera rigurosa y con la lógica 
del poder hegemónico la implementación del modelo neoliberal en los Estados.  
 13 
 
Estos puntos que entre otros incluye: desregulación, privatizaciones, inversión 
extranjera directa, tipos de cambio unificado, reforma fiscal, liberalización 
comercial, entre otros, trastoca de sobremanera toda la cosmovisión que se 
tenía del mundo y de la fortaleza de los Estados como entes reguladores y 
organizadores del bienestar social y el garante de todos los derechos de los-as 
ciudadanos-as, y es precisamente en este punto donde el Estado deja de 
brindar la protección y permite actuar al libre mercado por el “laissez faire, 
laissez passer”, es por esta configuración del Estado que muchos-as 
trabajadores-as han perdido garantías establecidas y aun cuando aparecen en 
los textos normas, tratados y doctrinas que están vigente pero que no son 
positivas en la medida que no se aplican. 
 
Bajo esta lógica entonces, ¿Qué tiene que ver el Consenso de Washington con 
las nuevas modalidades de relaciones laborales?  El vínculo se hace de la 
siguiente manera, es preciso conocer las Transformaciones que ha vivido el 
Estado nicaragüense a partir de la imposición de las medidas antes 
mencionadas, para saber los cambios que se dieron en el mundo del trabajo, 
esto con el propósito de lograr explicar como es que el andamiaje jurídico esta 
operando en todos estos acontecimientos.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Problema de investigación 
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En 1990, la Unión Nacional Opositora (UNO) triunfa en el marco electoral, con 
la idea de “un partido democrático”; al ver el desgaste de la economía nacional 
recurrieron de inmediato a pedir ayuda internacional, permitiendo que el FMI y 
BM impusiera el Consenso de Washington en toda su expresión. Si no hubiera 
sido por algunas luchas sindicales (FNT), y algunas decisiones que el Partido 
del Frente Sandinista no permitió por negociaciones ocultas, hubieran arrasado 
con las pocas victorias que obreros-as y campesinos-as han logrado en la corta 
historia de lucha.  
 
Esta aplicación del C.W, transformó al Estado nicaragüense con un corte 
neoliberal, cambiando –evidentemente- la esfera social en gran medida. Los-as 
nicaragüenses perdieron sus trabajos en el Estado y se fueron al desempleo o 
a la “microempresa” por medio de los planes de reconversión ocupacional, que 
como se sabe, no fue más que una táctica burda para justificar sus acciones 
perversas2, la privatización de empresas públicas, las prioridades en el gasto 
público, la inversión directa extranjera y otras políticas que contribuyeron a 
trastocar todo lo que se había constituido. El trabajo, como se puede observar, 
sufrió cambios, y cada vez más profundos e incontrolables.  
 
Existen hoy en día, centenares de miles de nicaragüenses que no logran 
conseguir un trabajo regulado, y si lo consiguen son muy pocas los-as que 
consiguen uno estable, que cumpla con las formalidades legales que el cuerpo 
normativo establece.  
 
En Nicaragua sólo el 28% (Rocha, 2011) de la Población Económicamente 
Activa tiene hasta el 2010 tenía un trabajo permanente, el auge de los micro 
negocios y autoempleo por la reducción del empleo público en los años 90  -
que dicho sea de paso, son sinónimos de precarización laboral y sin dejar atrás 
la “sobreproducción” de mano de obra, tanto calificada como no calificada- ha 
hecho que exista otra persona que pueda sustituir al-la trabajador-a, creándose 
inestabilidad laboral y una subordinación a la patronal ahora más que nunca. 
                                            
2
 Me refiero a la nueva forma de acumulación desde la lógica de la competitividad. 
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Esto se vincula con la flexibilización de la fuerza del trabajo, que junto a la tesis 
de todos estos cambios, se constituyen un nuevo mundo del trabajo y son 
evidentemente trastocados por las decisiones políticas, tanto en el plano de lo 
internacional como nacional. Esas políticas, neoliberales, están enmarcadas en 
el Consenso de Washington, que es parte de mi objeto de estudio en esta 
investigación.  
 
Es así que en la década de los años 90, se pone fin al conflicto bélico 
establecido en los años 80 por los EEUU, quedando en el país una deuda 
externa e interna elevadísima por los gastos en armamento bélico y por el 
bloqueo económico. 
 
El tema que investigaré tiene el propósito de lograr analizar por qué suceden 
todas estas alteraciones (y otras más que serán abordadas con mayor 
detenimiento posteriormente) y cómo es que las decisiones políticas están 
inmersas en cada una de las acciones que los seres humanos ejercen, 
sobretodo en el ámbito del trabajo.  
 
La importancia de la investigación está en poder develar el cómo se vinculan 
las aristas (antes planteadas) y poder explicar con un mayor rigor científico-
metódico y sobretodo desde la perspectiva jurídica, lo que en el mundo 
cotidiano pasa, así las personas que dicen: “no hay trabajo”, “pagan muy poco 
ahora”, “algunas veces encuentro pegue otras veces no”, o “salgo de la 
universidad con un título pero no trabajo en lo que estudié”, “tengo derechos 
pero no se que hacer”, entre otros. Todos esos comentarios, que son válidos 
pero prosaicos a final de cuentas, es necesario repensarlos y reflexionarlos a 
un nivel más analítico para poder entender todo lo que está detrás de estas. Es 
necesario aclarar que no interesa estudiar las expresiones antes mencionadas, 
sino que ese sentir de los aspirantes trabajadores, ex trabajadores o 
trabajadores precarizados tiene una lógica en un carácter más estructural.  
 
Por otro lado, para darle un carácter holístico a mi investigación, será necesario 
hacer una breve reconstrucción histórica -en el marco de lo jurídico- a la 
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categoría del trabajo, por supuesto tomando en cuenta el carácter social y 
político que tiene las decisiones que se implementan.  
 
Finalmente, esta investigación puede servir a distintas organizaciones no 
gubernamentales, o bien a instituciones estatales (como el Ministerio del 
Trabajo, por ejemplo) para que muchas de las políticas encaminadas a mejorar 
las condiciones laborales de los-as trabajadores-as, tengan un fundamento 
teórico que en algunas ocasiones pasa desapercibido por estas instituciones.  
Justificación 
 
El trabajo es la condición básica e indispensable del desarrollo de la 
personalidad humana, es la forma esencial de la generación de valores y 
riqueza de la vida social e históricamente (en casi todos los sistemas socio, 
político, económicos y jurídicos) se ha producido una contradicción de trabajo-
capital, en donde un grupo denominados empleadores o patronos se benefician 
de la fuerza de trabajo en tanto los primeros tienen el control y/o monopolio de 
los medios de producción, reproduciendo un esquema social asimétrico, de 
injusticia y de distribución inequitativa de la riqueza social. 
 
El Estado nicaragüense se ha adecuado a los nuevos procesos de 
globalización neoliberal y por supuesto que las relaciones laborales se han 
modificado.  
 
Además creo que es fundamental realizar este tipo de investigaciones referidas 
a la modificación de las relaciones laborales porque en la actualidad existe una 
crisis paradigmática y una homogeneidad en lo que se refiere al sistema 
capitalista-neoliberal. Poder investigar implica no únicamente entender de 
fondo qué está detrás sino también de saber cómo se están vinculando las 
personas en el campo laboral y cómo es que funciona (o no) la normativa legal. 
Es de conocimiento popular y dicho famoso “si pero entonces, ¿por qué es que 
no se aplica la normativa jurídica que el Derecho promulga?” pretendo ayudar a 
desenmascarar esa pregunta en lo que respecta a las nuevas formas de 
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relaciones laborales que se han creado a partir de la implementación del 
sistema neoliberal. 
 
Finalmente es oportuno decir que uno de los mayores retos es lograr tener una 
visión generalizada del tema, a decir, ver el problema de investigación desde 
diferentes ángulos. Para esto, se hace evidente que el tema a tratar debe de 
seguir una línea histórica en primer lugar, política, económica y 
fundamentalmente jurídica, es así que objetos como las transformaciones del 
Estado en Nicaragua, el Consenso de Washington per sé, o la normativa 
laboral nicaragüense no es suficiente, sino tomar todos estos elementos y 
poder con ellos explicar el fenómeno en su totalidad.  
 
¿De dónde se podrá sustentar el presente tema de investigación? 
Definitivamente que el trabajo ha sido una de las actividades que ha puesto en 
desconcierto generalizado a los-as trabajadores-as a partir de la 
implementación del modelo neoliberal. Cada vez más el trabajo se está 
precarizando en sus diferentes expresiones y sobretodo se ha ido desvirtuando 
desde la lógica jurídica (la que está inmersa en la normativa legal) y la 
tercerización laboral, la informalidad y otras acciones como elementos como, la 
precarización del trabajo, la pérdida de la constitución de sindicatos en las 
empresas y otro sinnúmero de violaciones a sus derechos laborales que 
reciben diariamente los-as trabajadores-as, estas serán algunos de los 
elementos que se abordarán en la investigación, pero sobretodo la relación 
directa que existen con la estructura socio-política. 
 
Es obvio que para poder entender  lo micro, es decir los cambios a nivel 
práctico que ha tenido las transformaciones de las relaciones laborales, es 
necesario poder entender que existe una estructura y una superestructura que 
determina de manera directa a esa configuración que he mencionado. No 
podrá comprenderse dicha configuración si de por medio no está el análisis 
macro que comprende la consolidación económica, social, político y jurídico de 
la nación nicaragüense inmersa dentro de un mundo occidental globalizado con 
ciertos patrones de acciones y conductas que nos van motivando a actuar de la 
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manera como lo hacemos, destinados –por el momento- a vivir dentro del 
sistema de explotación de una gran mayoría para el enriquecimiento de una 
pequeña elite quienes son los que controlan los medios de producción de las 
economías nacionales e internacionales.  
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Metodología de investigación 
Políticas Neoliberales 
(Consenso de Washington) 
-Prioridades en el gasto público  
-Privatización de empresas públicas 
-Desregulación 
-Derechos de propiedad 
-Inversión directa extranjera 
-Tipos de cambio 
-Liberalización financiera 
-Reforma Fiscal  
-Disciplina Fiscal 
-Liberalización Comercial 
 
Cuerpo Normativo Histórico 
Consecuencias 
en el trabajo: se 
explican las 
transformacione
s laborales 
PRECARIZACIÓN DEL 
TRABAJO 
Constituciones (1809-1987) 
Que hablen sobre derechos 
laborales 
Constitución de 1939 que se 
incluye los derechos laborales 
 
Antecedentes 
del mercado 
laboral en 
Nicaragua 
Leyes ordinarias 
vigentes, tratados 
internacionales 
ratificados (TLC, con 
OIT, u otros) , que 
regulen el trabajo 
VINCULO 
Contexto histórico-
político-económico 
-Principios de Derecho 
laboral 
 
- Derechos y garantías 
tutelados   
Surgimiento del 
derecho laboral en 
Nicaragua 
Luchas de 
obreros-
trabajadores en 
Nicaragua 
¿Cuáles? 
Influye… 
¿Por qué? 
-Tercerización laboral 
-Flexibilización laboral 
Expresado en… 
Datos 
estadísticos y 
análisis 
casuístico 
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Objetivos 
General 
 
 Analizar los cambios en las relaciones laborales que se producen en 
Nicaragua a partir de la aplicación de las políticas económicas del 
Consenso de Washington en el período entre 1990-2010 
Específicos 
 
 Describir el contexto histórico, jurídico y social en que se favorecen las 
nuevas formas de relaciones laborales en el marco de los cambios de la 
normativa legal (realidad Jurídica) 
 Identificar las medidas neoliberales que el Estado nicaragüense ha 
aplicado en su ordenamiento jurídico que permite las nuevas formas de 
relaciones laborales. (realidad social) 
 Vincular el cuerpo normativo laboral con la realidad social que han vivido 
los-as trabajadores-as nicaragüenses 
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El DEBER SER: La 
norma expresada en 
la realidad jurídica 
 
Surgimiento del Derecho Laboral Nicaragüense 
 
El Derecho Laboral Nicaragüense esta asociado a las transformaciones y 
aporte del pensamiento y desarrollo social y las particulares luchas del 
movimiento obrero nicaragüense. Los antecedentes de la primera fase de éste, 
se ubican en la ciudad de León en los primeros años de la segunda década del 
siglo XX. En esta ciudad se constituyó la Central Obrera dirigida por el maestro 
Eleazar Ayestas (Amador, 1992). Posteriormente en el año 1918 fue reforzada 
por la denominada Federación Obrera Nicaragüense (FON). 
 
Entre los años 1919, 1920 y 1921 se produjeron masacres y la derrota de un 
incipiente pero vigoroso movimiento de trabajadores en los enclaves 
madereros, mineros y bananeros en la Costa Atlántica. Quienes luchaban entre 
otras cosas por jornadas de 8 horas frente a las 12 horas que exigían las 
empresas contratantes. 
 
Se constata, y así lo describen diversos autores, que a finales de la segunda 
década del siglo XX habían centrales de trabajadores, artesanos, zapateros, 
sastres, estibadores y maestros en ciudades Corinto, Managua, León, Granada 
y Masaya. En esta década se organizaron sindicatos diversos como el de los 
tipógrafos, zapateros, carpinteros y hasta una Unión Obrera Femenina.  
 
Capítulo I 
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En la mencionada obra de Armando Amador se informa que en el año 1931 ya 
se había producido convocatoria de trabajadores en la Plaza Roja ubicada en 
el barrio de los pescadores en Managua, para celebrar el 1ero. de Mayo y 
anunciaban en las invitaciones la defensa de los intereses de los desposeídos, 
explotados, cesantes, y trabajadores en general. Tal como expresa Amador 
(1992) “Asalariados de la cervecería, albañiles y carpinteros con otros más 
acicalados que seguramente eran barberos, zapateros, sastres, y otros. 
cantaban por primera vez las estrofas de la Internacional”.  
 
Los últimos años de la década del XX y los primeros de la década siguiente, 
fue de lucha en diversos campos nicaragüenses, a la cabeza de la gesta el 
General Sandino. Se propició un ambiente de comunicación internacional, de 
solidaridad con la lucha nicaragüense, de ampliación del pensamiento político 
liberal e igual del sindicalismo. 
 
Luego del asesinato del General Sandino, la lucha popular descendió, se 
consolidó en el gobierno una dictadura con el apoyo de los Estados Unidos, 
aun así los sectores más progresistas del movimiento obrero mantuvieron el 
estandarte organizativo sindical sin mayores consecuencias directas, hasta que 
el 2 de abril de 1945, el gobierno de Anastasio Somoza García promulgó el 
Código del Trabajo. Esta fue una medida populista que tenía como fin ganarse 
el apoyo de los nicaragüenses, dado que era una reivindicación, desde hacía 
muchos años, del Partido Trabajador Nicaragüense (PTN). Este hito formal, 
efectivamente fue un avance, pero que no tenía aplicación debida en los 
sectores madereros y bananeros.  
 
Por tanto, el primer código del trabajo fue resultado de una lucha popular a 
escala de la sociedad nicaragüense, y de acciones de políticas populistas 
modernizantes de la dictadura somocista. Para este año de 1945 se realizó un 
desfile y manifestación del primero de Mayo que, según los diarios de la época, 
fue de más de 25 mil asistentes y según el autor de la obra citada habían más 
de 30 mil personas.  
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La partida de nacimiento del Derecho Laboral es el 2 de abril y las 
movilizaciones socio laborales de gran envergadura se iniciaron el primero de 
mayo de 1945, año en que también Nicaragua suscribe su integración a la 
Organización de las Naciones Unidas. 
Constitución Política de la República de 
Nicaragua 
 
Antecedentes y Constitución Vigente 
 
Nicaragua en su historia jurídica ha tenido catorce Constituciones, incluyendo 
la de Bayona (1809) y la de Cádiz (1811), que si bien es cierto estas dos no 
fueron Constituciones de la República de Nicaragua per sé como una 
República independiente, si tuvieron vigencia y funcionaron como paradigma 
jurídico en este lapso histórico, la primer Constitución de Nicaragua como 
República independiente (fuera de la faja regional) fue en 1826.  
 
Aldo Díaz, un importante historiador y diplomático nicaragüense, en muchos de 
sus discursos menciona que la guerra como tal debería ser la principal fuente 
de Derecho debido que toda norma jurídica surge después de un conflicto 
bélico, dentro de este escenario ha habido movimientos sociales, 
reivindicativos y de sujeción económica. Nicaragua a lo largo de su historia ha 
podido verificar este planteamiento de Díaz desde su génesis como Estado de 
Derecho, en el sentido que siempre los vencedores han sido los que han 
impuesto unilateralmente a los vencidos las leyes, normas, orden, y 
evidentemente las Constituciones Políticas.  
 
No está de más decir que las Constituciones han sido el arma principal que han 
tenido los detentadores del poder para consumar todos sus intereses de 
clases, de riqueza, de persecuciones políticas e ideológicas y por supuesto de 
“legitimidad”. Es el caso de la dictadura somocista, por ejemplo, que aprobaron 
cuatro constituciones (1939, 1948, 1950, 1974) y cinco reformas en donde se 
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permitió la reelección de Somoza García, prohibir la de Luis Somoza Debayle y 
alargar el período de Anastasio Somoza (Castillo, Evertz, Ramos, Silva, 
Vargas, Vega, et al, 1994). 
 
Se observa claramente la intención de utilizar las herramientas jurídicas con el 
único propósito de seguir manejando el poder político, para el control del 
Estado y los ejes de acumulación. Es por esto que se torna fundamental tener 
la mirada en la vida política (y político) y en la historicidad de la sociedad 
porque ayuda a entender de manera objetiva y holística la razón de ser de la 
norma. Es menester recordar que nada sucede al margen de la política en una 
sociedad moderna como la nuestra.  
 
La teleología de las Constituciones ha sido en primer orden el de la protección 
de los derechos individuales y el reforzamientos de principios “universales” de 
libertad e igualdad y evidentemente el de estructurar un sistema político 
determinado. Sin embargo también es claro que lo más importante es mantener 
un status quo de desigualdad, explotación y discriminación de la clase 
dominante frente a la dominada.  
 
Hacer una critica a profundidad del constitucionalismo nicaragüense no es 
objeto de la presente investigación, pero sirve únicamente como fundamento 
preliminar para poder posicionarse en la lógica operativa de nuestro sistema 
jurídico-político y así entender la estructura jurídica de la Constitución vigente y 
de todas las normas.  
 
Ahora bien, en las Constituciones anteriores a la de José Santos Zelaya en 
1893, no se indica ningún tipo de regulación y de derechos para la parte laboral 
y, siguiendo el paradigma de Kelsen, la jerarquía del ordenamiento jurídico 
parte de la Constitución y esta sirve como motor y justificación de las demás 
leyes, tanto ordinarias como internacionales. Es por esta razón que mi análisis 
parte de hacer un recorrido histórico constitucional, con el motivo de poder 
ubicar en el tiempo donde es que se empieza a incluir los derechos que es 
menester estudiar en la presente investigación.  
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En las Cartas Magnas de 1893, 1950 y 1974 se especifican principios y 
artículos que regulan mínimamente el trabajo como tal, sin embargo con 
muchos vacíos jurídicos y sobretodo con un posicionamiento ideológico 
conservador, claro está que se vuelven importantes para una posterior 
consolidación normativa y cambios fundamentales en la norma. En los 
siguientes párrafos se especificará el vínculo existente entre el articulado 
vigente y la historia del mismo. 
 
La Constitución de la década de los 80, en principio fue un intento de ruptura 
con las Constituciones anteriores, esto debido al contexto histórico el cual fue 
promulgada, que fue la revolución sandinista. Esta experiencia basada en una 
amplia consulta popular se fundamenta desde la lógica que fue el pueblo 
nicaragüense, a través de las comisiones respectivas, que aportó para la 
elaboración de cada precepto constitucional.  
 
Personas relevantes en esa época como Carlos Núñez Téllez por ejemplo, 
fueron los protagonistas para que la Constitución de 1987 fuera redactada 
desde el sentir, pensar y quehacer diario de los-as nicaragüenses. A manera 
de ejemplo, comisiones sindicales, a partir de su experiencia, propusieron 
artículos para la defensa y protección de los derechos laborales de los-as 
trabajadores-as, es por esta razón que la presente Constitución es pionera en 
una serie de artículos como por ejemplo el 87 que se refiere a la plena libertad 
sindical. 
 
Bajo esta lógica, la Constitución fue realizada con una forma metódica y 
rigurosa, de acuerdo con Castillo, et al.  (1994), fue pensada y analizada 
cuidadosamente para que todos los esfuerzos unidos surtieran los efectos 
pertinentes y deseados. Así se inició con la recolección de información en 
donde se recibían todas las ideas iniciales por distintos actores políticos para ir 
determinando la línea bajo la cual se iba a operar. Posteriormente se hizo un 
primer proyecto de Constitución, este paso fue después de varias 
discusiones teóricas para darle el sentido político y jurídico requerido, 
evidentemente se remitió a la doctrina constitucional y a los principios rectores, 
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pasando por el Derecho Comparado. Se hizo la consulta nacional3, donde se 
imprimieron 750 mil ejemplares del proyecto y se organizaron distintos cabildos 
y asambleas populares para la discusión del articulado del proyecto de 
Constitución. Como cuarto paso del proceso se estableció una comisión 
dictaminadora constitucional  donde se tomó en cuenta la información 
recogida en todas las comisiones y asambleas populares, se hicieron algunos 
cambios pero la idea fundamental del pueblo quedó plasmada en el documento 
que después paso al debate constitucional, que es sinónimo de la Asamblea 
constituyente donde se discutió y aprobó la actual Constitución que rige 
nuestro país.  
 
Ahora bien, la norma fundamental nicaragüense de 1987 y sus cinco reformas, 
se estructura de 11 títulos, 26 capítulos y 202 artículos, con un preámbulo 
donde se refiere a la historia, las luchas y sobretodo las conquistas del pueblo 
nicaragüense. Intenta abarcar todas las necesidades de los hombres, mujeres 
y niños-as que habitan el territorio nicaragüense. Por supuesto que además de 
contemplar la parte estructural de la política del Estado, también comprende los 
derechos, garantías y obligaciones de los sujetos  a nivel individual y para con 
la sociedad y el Estado.   
 
Se contempla un capítulo especial en donde se regulan los Derechos 
fundamentales en el área laboral, está situado en el Título IV “Derechos, 
Deberes y Garantías del pueblo nicaragüense”, Capítulo V “Derechos 
Laborales”, artículos del 80 al 88. Se parte, de igual manera de los principios, 
que el “trabajo” es el medio más importante para la satisfacción de las 
necesidades básicas de las personas y es por esta razón que el Estado está 
obligado a garantizar, tanto un marco jurídico como operativo, para que se 
proteja este tipo de relación laboral. 
 
 Además, tomando una frase de Marx que hace referencia al Trabajo, el hecho 
que “el trabajo es la única forma de generar riqueza para los individuos y para 
                                            
3
Es en este paso donde la Constitución de 1987 se diferencia del resto del Constituciones 
donde únicamente -bajo la lógica de la representación política legitimada por las elecciones- los 
padres de la patria redactan, a través de la Asamblea Constituyente, la Constitución.  
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la nación”, entonces el Estado con todos sus aparatos administrativos y 
legales, procurará brindarle trabajo a todas las personas que estén en 
capacidad para trabajar, esto a nivel jurídico (por la capacidad jurídica), como 
físico (trabajo según las habilidades de cada sujeto) y pasando por lo material 
(tener mínimamente medios -vivienda, alimento, ropa, entre otros. para poder 
desempeñarse en su rol laboral).  
 
En el artículo 80 de la Constitución, establece lo anteriormente expresado, sin 
embargo se utiliza el término procurará para designar la labor del Estado, 
sabiendo la importancia de la legitimidad que el órgano burocrático debe de 
tener, se torna relevante, debido a que el cumplimiento de la norma es 
fundamental en todas las esferas, por lo que un término mal empleado puede 
ser motivo de desprestigio, este término entonces conlleva únicamente a un 
paradigma a seguir, es decir a un imaginario dentro del deber ser de la norma.  
 
Es así que, si el Estado no se presenta con unas condiciones objetivas, es 
decir elementos que puedan materializar la actividad del mismo, será imposible 
garantizarle a todos-as los-as nicaragüenses un trabajo u ocupación, y menos 
aun lograr vigilar que se garanticen los derechos fundamentales.  
 
Se hace necesario recordar en este punto que a nivel filosófico, el propósito de 
una norma va en una doble vía; el primero es que trata de regular y ordenar  un 
marco social determinado, a decir, la República, para esto existen instituciones 
estatales, quienes ostentan un poder coercitivo, con el finalidad de hacer 
cumplir cada norma jurídica que entra en vigencia. El segundo, se trata que la 
norma sirva como ideario para que la sociedad evolucione bajo la lógica del 
Estado de Derecho, es decir desde la norma, es en este punto de la filosofía 
del Derecho donde ubico esta intención del legislador, que el Estado logre 
permitirle a la sociedad nicaragüense una plena ocupación para el progreso y 
desarrollo justo y armónico de la sociedad misma.  
 
El trabajo, ha sido el motor en la evolución de las distintas sociedades y ha 
estado expresado en la historia en formas diversas; desde el esclavismo, la 
servidumbre, el capitalismo, el socialismo y otros sistemas ordenadores de la 
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sociedad. Sin embargo, poder ubicar esta categoría en un marco constitucional 
permitió sistematizar los distintos procesos sociales –a nivel de luchas de 
obreros y trabajadores- y cambios en la estructura económica que la sociedad 
moderna ha experimentado en los últimos siglos. Entonces, no se trata de decir 
que el Estado de Derecho creó normas jerarquizadas y protegió al Trabajo por 
obra única de los legisladores, sino que se debió a una transformación 
estructural de los diferentes ámbitos de la realidad, uno de ellos el Jurídico. (y 
este fue además resultado de amplias luchas populares, movimientos sociales 
y sindicales y transformaciones de los sectores más combativos, que han 
obligado a los poderes fácticos a admitir cambios y buscar nuevos consensos). 
 
Siguiendo la lógica de Castillo, et. al (1994), para ubicar en el tiempo y el 
espacio el presente artículo 80 de la Constitución de Nicaragua, es preciso 
remontarse a la Primera Guerra Mundial, con la Proclamación del Derecho al 
Trabajo en la Constitución de Weimar, en donde se remarcan todos los hechos 
ocurridos a nivel socio-laboral, por las largas jornadas laborales y enfatizadas 
por la ardua acción sindical, se concluye que la paz a nivel mundial no solo se 
trata de resolver por medio de los acuerdos internacionales (Versalles), sino 
también por resolver las necesidades más básicas e inmediatas de los-as 
ciudadanos a nivel interno de cada país.  
 
De esta manera se empezó con un curso lento pero constante, la aprobación 
de una serie de normas que iban a mejorar las condiciones laborales de cada 
trabajador-a. Como parte de esta evolución normativa, se mejoró a nivel 
individual de cada trabajador al permitirle mayor grado de decisiones, dado que 
el Estado se empezó a encargar únicamente de establecer un mínimo control 
entre los sujetos de la relación laboral, este principio histórico está expresado 
en nuestra Carta Magna en el artículo 86 que reza de la siguiente manera 
“Todo nicaragüense tiene derecho a elegir y ejercer libremente su profesión u 
oficio y a escoger un lugar de trabajo sin más requisito que el título académico 
y que cumpla una función social”. Pero también se mejoró el ideario del trabajo 
a nivel colectivo, es decir se le empezó a concebir desde una idea del derecho 
del trabajo pero también del deber de trabajar, esto desde la perspectiva que 
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antes se comentaba, que es por medio del trabajo únicamente que un pueblo 
puede progresar.  
 
Este artículo 80 constitucional que ahora se está especificando, ha estado 
presente desde la Constitución Libérrima de 1893 artículos 96,  97 y 98, en la 
Constitución de 1950 artículo 93 y 94 y en la Constitución de 1974 en el art. 
104. Pero es hasta las últimas dos Constituciones donde el trabajo es 
considerado como anteriormente se ha planteado, es decir que es un deber 
social pero que se debe regular.  
 
El artículo 81 constitucional que invoca “Los trabajadores tienen derecho de 
participar en la gestión de las empresas, por medio de sus organizaciones y de 
conformidad con la ley”, se puede observar que corresponde a una lógica de la 
modernidad en la medida en que se le brinda a los-as trabajadores-as ser parte 
activa de una empresa, no solo desde la concepción que son la fuerza de 
trabajo y generadores del capital, sino también para la naturaleza de la 
administración de un agente económico -este artículo se vincula directamente 
con el Derecho de Sindicato, que se abordará cuando se analice el artículo 87 
de la Constitución.  
 
A nivel teórico, este precepto se relaciona con una forma de trabajo 
denominada “toyotismo”, el cual es una evolución del sistema de producción 
fordista de la década de los 60-70, este modelo –guiado por la empresa 
automovilística Toyota- establece que cada trabajador no solamente es 
responsable del cumplimiento de sus funciones en particular, sino también es 
un ser pensante que debe de promover e innovar cambios para mejorar la 
productividad y  eficiencia de la empresa. Es claro que no es menester ahondar 
en este tipo de modus laboral, debido que no es objeto de esta investigación, 
por eso sólo se hace la mención del mismo.  
 
Por otro lado, el fundamento práctico de este principio constitucional es que 
tanto los trabajadores como las trabajadoras pueden ser parte de la creación 
del marco normativo interno para también proteger parte de las acciones de los 
trabajadores. Como veremos más adelante, esa es una de las funciones de los 
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grupos de trabajadores dentro de una empresa, y más aun cuando estos están 
constituidos legítimamente en una organización como un sindicato.  
 
Pero también como afirma  Castillo, et al. (1994):  
 
Cabe entender también la conjunción copulativa del artículo 81 de la 
Constitución de Nicaragua en el sentido de que, junto a la participación 
sindical, pueden darse otras distintas, que habrán sido moduladas de 
conformidad a la ley (p. 497) 
 
La cita anterior nos indica que dentro de este mismo artículo existe una 
interpretación distinta, pero válida, en la cual le da fuerza a cualquier tipo de 
agrupación de trabajadores que tengan como idea inicial tanto mejorar las 
condiciones de la empresa como la del propio grupo. Además, le brinda al 
Poder Legislativo la potestad de regular o “modular” el vínculo que obliga a 
ambas partes, siendo una realidad que no importe el nivel de constitución 
colectiva de trabajadores (sindicatos o no) y que permite el establecimiento de 
la relación pertinente tanto del-la empleador-a como del-la trabajador-a. 
 
Un elemento que es importante tomar en cuenta también, desde la perspectiva 
estructural del asunto, este artículo constitucional se vincula con el artículo 48 y 
101 de la misma, al poner en primer orden a las personas a contribuir con el 
desarrollo económico y social de la nación pero además con el que los-as 
trabajadores-as participen en los planes de económicos de la empresa y del 
Estado.  
 
La lógica del artículo 82 de nuestra Constitución vigente va encaminada a 
conferir la mayor cantidad de derechos y garantías con la mayor jerarquía 
posible a los-as trabajadores-as y que posteriormente se deriven en normas 
ordinarias.  
 
Este artículo tiene sus antecedentes primarios en la Constitución de Zelaya en 
sus artículos 96, 97, 98, sin embargo no es taxativa con el tema de la igualdad 
de condiciones, pero es hasta la de Cn. 1950 que se especifica la garantía de 
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“salario o sueldo igual para trabajo igual en idénticas condiciones de eficiencia”. 
En la de 1912 en su artículo 52, solo es menester recordar que esta 
Constitución fue un año después de la non-nata que no fue promulgada, 
expresa taxativamente que: “Todo servicio que no deba prestarse 
gratuitamente en virtud de ley, será remunerado con equidad”. En la de 1939 
en sus artículos 51, 100, 103 y la de 1948 artículos 79 y 83 tienen una lógica 
muy similar a las anteriores, pero es hasta la Constitución de 1950 artículos 89, 
95 que agrega “salario o sueldo igual para trabajo igual en idénticas 
condiciones de eficiencia.  
 
Las garantías contenidas en este artículo en definitiva corresponden a los 
principios generales del Derecho Laboral haciendo que el tema de la igualdad 
de condiciones en el campo laboral, sea una realidad jurídica, es necesario 
recordar que la igualdad se manifiesta en la igualdad en la ley y en la 
aplicación de la ley.  
 
Los principios que en parte están contenido en la norma fundamental, también 
están expresado en el título preliminar del Código del Trabajo que 
posteriormente se analizarán con detalle, ahora cabe decir que el vínculo entre 
los grupos a nivel laboral son contradictorios y desiguales, por lo que, estos 
principios sirven como mecanismos de nivelación entre los-as trabajadores-as y 
empleadores-as. De igual manera en relación al salario en moneda de curso 
legal, a la inembargabilidad del salario mínimo, la seguridad en el lugar de 
trabajo, entre otros. Todas estas garantías se hacen necesario reflejarlas en el 
marco jurídico porque sino los-as trabajadores-as quedarían expuestos-as a 
condiciones precarias en el trabajo.  
 
El art. 83 hace mención al derecho de la huelga y es hasta las últimas dos 
Constituciones donde se reconoce este derecho a los-as trabajadores-as. Pero, 
por orden del General Somoza, en la Constitución de 1974 en su artículo 105 
expresa literalmente que se “prohíbe todo paro o huelga de los funcionarios y 
empleados públicos”, la sanción que los penaliza es la destitución de sus 
cargos y hasta responsabilidades penales.  
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En la Constitución vigente, cualquier trabajador –organizado en un sindicato o 
simplemente en una organización de trabajadores-as, tienen derecho a 
reclamar, o mejor dicho al pleno ejercicio de la huelga. Este derecho es uno de 
los principales reconocimientos que la Constitución de 1987 le ha conferido a 
los-as trabajadores-as porque es por medio de este mecanismo que se puede 
ejercer presión a los-as empleadores-as para que las tomas de decisiones –
muchas veces unilaterales- no afecten directamente a la organización y labores 
especificas de los individuos que laboran en una empresa, fabrica o cualquier 
otro lugar de trabajo. El deber ser de la realidad nicaragüense, nos presenta 
una equidad en la relación laboral, dado que ambos pueden ejercer presión (de 
manera distinta) con la finalidad de lograr el mayor beneficio para que esta sea 
una justa, armónica y con equidad.  
 
A pesar que la Organización Internacional del Trabajo se ha pronunciado en 
varias ocasiones en torno al trabajo adolescente y de la niñez, y que Nicaragua 
ha sido uno de los Estados miembros de dicha institución, fue hasta la 
Constitución revolucionaria que se prohíbe por primera vez el trabajo de los 
menores, siempre que afecte su desarrollo normal o su ciclo de instrucción 
obligatoria, dice expresamente “se protegerá a los niños y adolescentes contra 
cualquier clase de explotación económica y social” (Constitución Política, 
1987).  
 
Es necesario recalcar que si bien es cierto en las Constituciones anteriores no 
existían normas similares que protegen a los niños, si han existido normas 
ordinarias que si lo hacía, debido a la ratificación de distintos tratados y 
convenios realizados con la OIT. Un elemento válido que afirma Castillo, et. al 
(1987), es que en países como el nuestro, con altas tasas de desempleo, con 
la precariedad laboral, y el subdesarrollo que impacta todos los niveles de la 
estructura social, desregular el trabajo de los niños puede provocarles una 
indefensión jurídica a estos sujetos, sabiendo que eliminar la norma del trabajo 
infantil no es sinónimo de eliminarlo en la vida social. Es necesario entonces 
regular este tipo de actividad de tal manera que obligue a los padres de familia 
a que sus hijos-as asistan a la escuela –que es su principal rol en la sociedad 
para que sean los hombres y mujeres que dirijan la nación en un futuro.  
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El artículo 85 de la Constitución Política de Nicaragua por su parte indica que 
“los trabajadores tienen derecho a su formación cultural, científica y técnica: el 
Estado la facilitará mediante programas especiales”. En ninguna Constitución 
previa a la de 1987 se le confiere como “derechos de los trabajadores”, sino 
que desde 1939 se venía hablando de “promover” la enseñanza técnica. Existe 
una diferencia inmensa entre ambos términos, no es lo mismo que el Estado le 
confiera derechos a los trabajadores que el Estado promueva cierta actividad.  
 
El nivel de coercitividad que los trabajadores pueden imponer –por las distintas 
vías y recursos- es mucho mayor cuando tienen un derecho y más aun si es 
uno constitucional. Es por esta razón que el Estado de una manera u otra, con 
sus limitaciones, imperfecciones y desaciertos ha creado instituciones como el 
Instituto Nacional Tecnológico (INATEC), creada por Decreto Ejecutivo No. 3-
91 de 1991, que promueve capacitaciones y otro tipo de educación técnico-
medio para que los-as trabajadores-as se especialicen y se cualifiquen más.  
 
Esta es solo una expresión por parte de la estructura estatal para el 
cumplimiento de este artículo. Este artículo se puede relacionar con el 119 
Constitucional que refiere al sistema educativo nacional, pero el 85 lo 
específica únicamente a la formación de las personas que ejercen una 
actividad laboral específica. 
 
Como parte del mismo Capítulo, el artículo 86 menciona que todas las 
personas son libres en la decisión del ejercicio de la profesión y a escoger el 
lugar de trabajo sin más requisitos que el titulo académico y que cumpla una 
función social. Lo interesante de este artículo -como analizaremos 
posteriormente- es que, aunque la intención del-la legislador-a al momento de 
redactar el artículo era que las personas al elegir libremente su profesión u 
oficio, tendría que ser algo que les apasionara y les gustara, por lo que 
generaría estabilidad laboral. Pero existe una contradicción profunda con la 
realidad social debido a la oferta que el mercado laboral demanda, la 
“necesidad” e interés del-la empleador-a se corresponde a una lógica 
meramente de rentabilidad empresarial, y no a la libertad que el-la trabajador-a 
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tiene (como dice el artículo) a elegir libremente sino a las necesidades que el 
contratante requiera. A manera de ejemplo, un sociólogo tiene que hacer hasta 
de contador porque eso es lo que le ofrecen o la única plaza disponible (en el 
Capítulo III de la investigación se amplía más al respecto). 
 
A nivel histórico, el presente artículo aparece consecutivamente desde la 
Libérrima. Las Constituciones permitían  la libertad de profesión siempre y 
cuando no fuera en contra de la ley, las buenas costumbres y la moral. La 
consecuencia que tiene este precepto es que en un mundo individual como el 
que se proyecta en la actualidad, las personas se ven obligadas a 
“emprenderse” y crear micronegocios. 
 
El siguiente artículo, el 88 Cn., confiere como derecho a los-as trabajadores-as, 
la libertad sindical. En ninguna otra Constitución precedente se había 
mencionado dicho ejercicio de protección a otros derechos que la normativa 
jurídica en general le confiere a los trabajadores. Este ejercicio sindical viene 
en doble vía, una colectiva y otra individual, siempre dentro del marco de lo 
organizacional. 
 
Derechos que tiene el individuo de ser parte o no de una organización sindical, 
pero también de sindicatos con otros sindicatos para ejecutar acciones 
específicas reivindicación contra la explotación por parte de los-as 
empleadores-as. La finalidad de una organización sindical es la libre asociación 
de trabajadores-as que sirvan de fuerza legitimadora para ser parte de la toma 
de decisiones a cuestiones que afecten directamente los derechos de los-as 
trabajadores-as y su organización.  
 
A nivel de crítica al mismo artículo, es que no expresa organizaciones más 
amplias de trabajadores como federaciones o confederaciones, que son 
expresiones más organizadas y mas pensadas en la lucha contra acciones de 
explotación. Evidentemente existen normas ordinarias que regulan este tipo de 
organización, pero a nivel constitucional no están reguladas.  
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Finalmente, el artículo 88 se vincula con la celebración de contratos 
individuales y colectivos que realizan las partes en la relación laboral. Este 
artículo, no solo toma como referencia el contrato individual, que es promovido 
por el Derecho Civil en su máxima expresión, sino que también los convenios 
colectivos que sirven para el Derecho Laboral, como una fuente más de la 
jerarquía normativa existente en la norma. Este artículo 88 Cn. no tiene 
antecedente alguno en constituciones anteriores. Se reconoce evidentemente 
el tema de la negociación colectiva en todo lo que concierne a la empresa, de 
manera que sin una de las partes involucradas no está presente, no puede 
existir negociación.  
 
El legislador debe de estar abierto a que, como fuente de derecho, funja como 
un instrumento rector, es decir se convierte en una norma jurídica entre los 
firmantes, estableciéndose así, además de las normas jurídicas ordinarias 
(creadas por el Legislativo), otras normas específicas para cada caso concreto. 
Con esto no se pretende que el Convenio Colectivo sea una desviación de la 
norma jurídica convencional, sino todo lo contrario, tienen un procedimiento 
para que logre consumarse legítimamente. 
Sujetos en el Derecho Laboral 
 
Los individuos que son los principales actores en la relación laboral son: 
 
 Trabajador-a: 
El Código del Trabajo de Nicaragua, en su artículo 6 define al-la trabajador-a 
como: 
Aquellas personas naturales  que en forma verbal o escrita, individual o 
colectiva, expresa o presunta, temporal o permanentemente se obliga con otra 
persona natural o jurídica denominada empleador a una relación de trabajo, 
consistente en prestarle mediante remuneración un servicio o ejecutar una obra 
material o intelectual bajo su dirección y subordinación directa o delegada.   
 
Este mismo artículo afirma que cuando un-a trabajador-a necesite auxilio de 
otra persona para poder llevar a cabo sus funciones, podrá trabajar con éste 
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(como subcontratado) pero siendo su jefe el mismo que lo contrató. Se puede 
observar una motivación por parte del-la legislador-a  para proteger a las 
personas subcontratadas, ya que establece el mismo jefe que al 
subcontratante, así de esta manera cualquier conflicto que exista con el 
subcontratado puede saber ante quien y contra quien recurrir.  
 
Un elemento importante a destacar es en torno a los-as trabajadores-as de 
confianza a los que se refiere el Código, que se diferencian de los demás en 
dependencia de la función que realicen, específicamente en lo que concierne a 
representaciones de los-as empleadores-as, o quien tiene información muy 
importante de la empresa o institución, o de la vida del-la empleador-a. Por la 
reestructuración del trabajo y sobretodo por la implementación de las nuevas 
tecnologías que han sustituido muchas de las funciones que los trabajadores 
de confianza desempeñaban, cada vez hay menos –o se contrata menos- 
trabajadores-as que tengan un rango de esta categoría, se debe entre otros 
factores también a la desregulación y flexibilización del empleo.  
 
Los administradores, gerentes o directores de una de las áreas o sucursales de 
una empresa no tienen, hoy en día, el mismo acceso a la información de la 
empresa que antes, porque ésta se concentra en los dispositivos informáticos 
de los dueños de las empresas e instituciones. Es decir cada vez más, con esta 
nueva modalidad de trabajo se está requiriendo menos de este tipo de 
trabajadores, las máquinas empiezan a sustituir las laborales de los seres 
humanos. Creo pertinente afirmar, que este tipo de trabajo esté regulado en la 
normativa laboral, debido a que, generalmente, la naturaleza de estos son 
formales, es decir que esté regulado por la norma jurídica.  
 
Para fines de esta investigación, también defino al trabajador como “Asalariado 
Flexible”: los que son contratados a través de agencias de empleo o 
subcontratante de las empresas, o jornada laboral por una temporada, limitada 
al tiempo que dure la obra, proyecto o actividad (generalmente hasta 3 meses), 
salario fijo sin prestaciones, pago por productos o servicios o comisión y no 
cubierto por la seguridad social. 
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 Empleador-a 
Por otro lado, el mismo Código define en su artículo 8 al empleador como “La 
persona jurídica o natural que contrata la prestación de servicios o la ejecución 
de una obra a cambio de una remuneración”. 
 
Además de lo mencionado anteriormente, según el art. 10 CT se consideran 
“empleadores-as a los gerentes, administradores, directores, capitanes de 
barcos y en general las personas que en nombre de otras ejerzan funciones de 
dirección y administración”, que tienen una relación jerárquica por encima de 
sus trabajadores-as y que de alguna manera representan a los empleadores en 
sus lugares de trabajo, y se hacen responsables por sus trabajadores-as en 
caso de incumplimiento de la norma. 
 
Generalmente tienen carácter de empleadores-as los contratistas y 
subcontratistas también, permitiendo la tercerización de los sujetos interesados 
en establecer un vinculo laboral con una empresa, esto está contenido en el 
art. 9 del CT.  
 
El Derecho Internacional laboral y  la 
Transformación de la relación Empleador-
Trabajador-a 
 
Para abordar este tema en particular solamente es posible si se toma como 
punto de partida (y de llegada) a la Organización Internacional del Trabajo que, 
como se ha dicho en la introducción de esta investigación, ha sido el órgano 
rector de todo el Derecho Internacional en lo que concierne al Trabajo.  
 
La Organización Internacional del Trabajo –OIT de aquí en adelante-, es una 
Institución interestatal de 185 Estados miembros al año 2010. Su labor versa 
en promover la justicia social del mundo -que es la razón de su génesis- con tal 
objeto reúne informaciones relativas a los problemas del Trabajo, 
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estableciendo y proponiendo una serie de normas modelos, convenios y 
recomendaciones relativos al trabajo como tal. Pero de igual manera ejerce 
acciones concretas como asistencia técnica a los Estados miembros para el 
desarrollo de programas encaminados a mejorar las condiciones del trabajo y 
promuevan en definitiva, el progreso social y económico de una nación.  
 
Esta Organización se funda en 1919 como resultado del fin de la Primera 
Guerra Mundial. Su constitución estaba ubicada en la parte XIII del Tratado de 
Versalles, del 28 de junio de 1919, en donde se declara sus principios rectores 
y su carácter de organismo técnico dependiente de la Sociedad de Naciones 
(primera forma de organización internacional).  A nivel latinoamericano fueron 
11 Estados miembros que se suscribieron a esta Organización, uno de ellos 
Nicaragua.  
 
Entre el periodo de 1919 a 1945 estuvo subordinada esta organización a la 
Sociedad de Naciones. Fue muy complejo operar por las grandes tensiones 
internacionales que se venían dando, y que se agudizaron durante la Segunda 
Guerra Mundial, que la Sociedad de Naciones dejó de existir. En ese mismo 
lapso temporal, se produjeron además una serie de conflictos (sociales y 
laborales) como por ejemplo la matanza de los obreros resultados de la quema 
en una industria de Chicago que tuvo como consecuencia la reivindicación de 
derechos laborales y la proclamación del 1 de mayo como día internacional de 
los trabajadores, y otros movimientos sindicales y obreros que permitió 
enfatizar en la protección tanto jurídica como política para los trabajadores.  
 
La OIT continuó operando como un órgano independiente hasta la nueva paz 
que se acordó. Sin embargo en 1946 cuando se une al bloque internacional de 
las Naciones Unidas (por la “Conferencia de Filadelfia” en 1944), se repensó en 
los objetivos rectores de la OIT y se ratificaron principios que eran parte de la 
lógica inicial, además se logró integrar nuevos conceptos y categorías que 
contextualizaron los cambios ocurridos en ese momento histórico. 
Entre los cuales se pueden enumerar: 
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 El trabajo no es una mercancía 
 La libertad de asociación y expresión es esencial para el progreso 
constante 
 La pobreza en cualquier lugar constituye un peligro para la prosperidad 
de todos 
 Se pretende conseguir el bienestar común luchando enérgicamente 
contra la necesidad. (Robelo, 1978) 
 
La OIT está organizada por la Conferencia Internacional del Trabajo, órgano 
supremo de la organización, donde se discuten los acontecimientos y eventos 
sociales que determinan las acciones del Órgano. Cada Estado miembro 
participa en las reuniones anuales que se realizan para saber el estado de 
situación, representado por tres delegados, uno que representa a los-as 
trabajadores-as, otro al sector de los-as empleadores-as y uno-a por parte del 
gobierno. 
 
 Además, como parte de la estructura de la OIT, se encuentra el Consejo de 
Administración, que está compuesto de 24 representantes de los Estados. La 
mitad de estos representan a los-as trabajadores-as y la otra mitad a los-as 
empleadores-as que ejercen funciones de organismo ejecutivo. Y la Oficina 
Internacional del Trabajo, que es la secretaría de la Institución, que dirige y 
coordina las actividades concretas, reúne y estudia la documentación que 
recibe de todo el mundo y edita numerosas publicaciones. Esta Oficina está 
compuesta por una serie de expertos de distintos países quienes tienen una 
vasta experiencia y conocimiento que es utilizada en la redacción de 
bibliografía. (Robelo, 1978) 
 
Ahora bien,  Nicaragua siendo miembro de esta importante Organización 
Internacional, acepta, ratifica y legitima el resultado de la labor que realiza. 
Dicha labor está reflejada en el ordenamiento jurídico de nuestro país, a 
continuación se mencionarán algunas Convenciones y Recomendaciones de la 
OIT y que los distintos Gobiernos de Nicaragua han aprobado y que aun están 
vigente.  
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Antes de esto, es necesario poder diferenciar los instrumentos que la OIT 
formula. En primer lugar los Convenios Internacionales están diseñados para 
crear obligaciones entre los firmantes, las Recomendaciones por su lado, no 
crean obligaciones, sino que tienen la finalidad exclusiva de definir causas y se 
comunican a todos los miembros para que sean cumplidas por medio de la 
legislación nacional o por otra vía.  
 
Las normas internacionales que se están estudiando poseen ciertas 
características que las determina por sus elementos constitutivos, su campo de 
acción y su razón propia. Se dice que es Tripartita porque involucra a los 
gobiernos, a representantes de los trabajadores y a los representantes de los 
empleadores para que debatan y resuelvan conflictos propios de la materia. 
Estos sujetos, al ser tres, logran tener la legitimidad debida porque están todos 
los actores interesados. Además, que son normas Universales, su aplicación 
intenta que todos los Estados puedan aceptar y ratificar dichas normas en su 
legislación nacional, para que esto pueda ser posible, debe de existir un marco 
mínimo de Flexibilidad de la norma que permita adecuarse a las realidades 
diversas de cada uno de los Estados. (Ministerio del Trabajo Nicaragua, 2006) 
 
Convenios Internacionales 
 
Los Convenios Internacionales que el Estado nicaragüense ha ratificado con la 
OIT son; fundamentales, los que hacen referencia a los Derechos más 
importantes que los-as trabajadores-as tienen y los Derechos Humanos 
universalmente conocidos, generalmente estos principios vienen dirigidos 
desde la constitución de la OIT, es decir desde 1919;  Los convenios 
prioritarios son los cuales la OIT considera los relativos a las instituciones 
laborales y a las políticas en materia laboral por lo cual los hace de suma 
importancia en la medida que reflejan la parte operativa de los convenios 
anteriores;  Otros convenios que son relevantes, también pero que no tienen la 
jerarquía de los anteriores, se les agrupa según la materia que abarcan. 
 
Se presenta a continuación un listado de algunos de los más importantes 
Convenios Internacionales aprobados (o denunciados) por Nicaragua: 
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Tabla No. 1 
“Resumen de convenios más importantes ratificados o denunciados por Nicaragua” 
Convenios prioritarios ratificados 
por Nicaragua 
Convenios 
Fundamentales 
ratificados por Nicaragua 
Convenios Denunciados por el 
Estado de Nicaragua 
C 122: Convenios sobre la política del 
empleo, 1964 
 
C 29: Convenio sobre el 
trabajo forzoso, 1930 
 
C. 5: Convenio sobre la edad mínima 
(industria), 1919 (núm. 5), denunciado 
el 2.11.1981 
 
C 144: Convenio sobre la consulta 
tripartita (normas internacionales del 
trabajo), 1976 
 
C 87: Convenio sobre la 
libertad sindical y la 
protección del derecho de 
sindicación, 1949 
 
C. 7: Convenio sobre la edad mínima 
(trabajo marítimo), 1920 (núm. 7), 
denunciado el 22.11.1981 
 
 C 98: Convenio sobre el 
Derecho de sindicalización y 
de negociación colectiva, 
1949 
 
C. 10: Convenio sobre la edad mínima 
(agricultura), 1921 (núm. 10), 
denunciado el 2.11.1981 
 
 C 100: Convenio sobre 
igualdad de remuneración, 
1951 
 
C. 15: Convenio sobre la edad mínima 
(pañoleros y fogoneros), 1921 (núm. 
15), denunciado el 2.11.1981 
 
 C 105: Convenio sobre la 
abolición del trabajo forzoso, 
1957 
 
 
 C 111: Convenio sobre la 
discriminación (empleo y 
ocupación), 1958  
 
 
 C 138: Convenio sobre la 
edad mínima, 1973 
 
 
 C 182: Convenio sobre las 
peores formas de trabajo 
infantil, 1999 
 
Fuente: Ministerio del Trabajo, 2006 
 
Nicaragua no ha celebrado y ratificado únicamente estos convenios antes 
enumerados, estos son los más destacados por ser los fundamentales, 
prioritarios y denunciados por nuestro Estado, sin embargo más de un centenar 
de otros convenios han permitido que nuestro ordenamiento jurídico tenga un 
respaldo y fortaleza a nivel internacional. 
 
Estos convenios tienen que ver con: libertad sindical; negociación colectiva y 
relaciones laborales; trabajo forzoso; eliminación del trabajo infantil y protección 
de niños y adolescentes; igualdad de oportunidades y de trato; consulta 
tripartita; administración e inspección del trabajo; política y promoción del 
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empleo; orientación y formación profesional; salarios; tiempo de trabajo; 
seguridad y salud en el trabajo; seguridad social; protección a la maternidad; 
política salarial; trabajadores migrantes; gente de mar, y otros más.  Por cada 
uno de este listado existen entre 2 a 7 convenios que Nicaragua es parte y que 
por ende la legislación nacional debe de corresponderse con esas normas 
internacionales. 
 
Es menester detenerse un poco en los Convenios de “Política y Promoción del 
Empleo” “Convenio sobre el desempleo”, “Establecimiento de sistemas 
nacionales de empleo” y “política de empleo”. Estos Convenios son vinculantes 
para todo aquel nicaragüense que tiene el rol de trabajador-a e incluso a los-as 
empleadores-as.  Es importante que las personas conozcan la naturaleza, la 
letra y el espíritu de estos instrumentos jurídicos internacionales para identificar 
derechos internacionales que el Estado nicaragüense, al ratificado, está 
obligado a cumplir porque los ha suscrito con la OIT.  
 
En primer lugar Nicaragua ratificó el convenio “eliminación del desempleo” en 
1934 y lo que se regula es la lucha contra el desempleo, que se resume a nivel 
general de la forma siguiente: 
 
el suministro de datos estadístico o de clase disponible sobre el desempleo, así 
como información relativa a las medidas tornadas o proyectos destinados a 
luchar contra el desempleo. Este es el primer convenio de la OIT, que dio lugar 
a la creación de un sistema de agencias públicas y gratuitas del empleo. 
(Ministerio del Trabajo, 2011) 
 
Este convenio evidentemente, se vincula con el artículo 80 Cn. al establecer 
que el Estado procurará la ocupación plena de los-as nicaragüenses. Nada 
más que este Convenio lo que permite es tener una base de datos actualizada 
y precisa de todos los indicadores y datos que se necesitan para encaminar las 
políticas sociales pertinentes, en el caso particular las referidas al área laboral, 
para que el Estado pueda cumplir sus funciones.  
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Además como parte del acápite de “política y promoción del empleo” tenemos 
el Convenio Núm. 88 de 1948, el cual Nicaragua ratificó en 1981. Este 
Convenio versa sobre el establecimiento de sistemas nacionales de empleo, 
especificando al respecto, se crearán lugares u oficinas a nivel nacional que 
sean gratuitas y accesibles a todos-as los-as trabajadores-as como 
empleadores-as en todo el país, para mayor control y orden de lo que sucede 
en el marco del trabajo y problemas cotidianos de los sujetos interesados. Se 
menciona en este convenio que estas oficinas estarán al margen del poder 
político para que no hayan mayores modificaciones al traspaso gubernamental. 
 
Como último ejemplo, el Convenio Núm. 122 sobre la Política del Empleo del 
año 1964 Nicaragua lo ratificó en 1981 y se trata sobre la promoción del pleno 
empleo, productivo y libremente elegido. Este instrumento jurídico internacional 
versa sobre la elaboración nacional de una política gubernamental que fomente 
el pleno empleo y libremente elegido, tomando claro está, la realidad 
socioeconómica del Estado nicaragüense en su desarrollo económico, no es 
posible operativizar este Convenio si a nivel económico el Estado no puede 
sostenerla.  
 
Estos tres Convenios que sirven como ejemplo para subrayar el papel que, a 
nivel jurídico, debe de tener el Estado y que por ende estar trabajando 
constantemente en la lucha contra el desempleo, y sobretodo por procurar el 
empleo pleno, que es un derecho constitucional, debería de ser uno de los 
puntos más importantes en la agenda estatal. Pero al perder –el Estado- 
facultades operativas y administrativas, se hace imposible el cumplimiento de 
estos convenios quedando en el desamparo un importante sector de los-as 
trabajadores-as nicaragüenses.  
 
Otros Convenios Internacionales que Nicaragua ha ratificado con la OIT es el 
Convenio No. 11 que trata sobre la Libertad Sindical, Negociación Colectiva y 
Relaciones Laborales, este instrumento jurídico está destinado para la libertad 
de asociación pero del sector agrícola, muy importante para Nicaragua, porque 
casi todo el flujo económico proviene de este rubro, se ratificó en nuestro país 
en 1934, teniendo como ideal que es más conveniente que los trabajadores-as 
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logren organizarse para poder tener mayor peso en temas de negociación y de 
protección a los derechos más importantes.  
 
El Convenio No. 135 “Sobre los representantes de los trabajadores”, es un 
complemento al Convenio referido a la libertad sindical, por lo cual sirve como 
apoyo para la legitimación de personas que se pongan al frente del colectivo de 
trabajadores y poder expresar sus propuestas, para esto se les protege a los 
representantes (de despidos injustificados, entre otros.) con el propósito que no 
sean atacados por parte de los empleadores, siempre y cuando cumplan con la 
normativa legal que es acordada.  
 
Se puede colegir que, existe una serie de Convenios internacionales que 
Nicaragua ha ratificado a lo largo de su historia como miembro –activo- de la 
OIT, en el siguiente gráfico se presenta una agrupación representativa de los 
temas más importantes de los Convenios de obligatorio cumplimiento para el 
Estado nicaragüense.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 45 
Gráfico No.1 
Contenidos de los Convenios Ratificados por Nicaragua 
 
 Fuente: Elaboración Propia 
 
Como se puede observar, el derecho al establecimiento y constitución de 
sindicatos es uno de los puntos más importantes que tanto la OIT como 
Nicaragua (y demás países) han considerado proteger, de tal manera que hay 
importantes convenios que giran en torno a ese derecho establecido.  
 
En la práctica cada vez es más improbable poder garantizarle a los-as 
trabajadores-as el ejercicio sindical en las empresas (y peor en las privadas), 
coartando la libre organización y representación en los centros de trabajos.  
 
Por otro lado, la abolición del trabajo forzoso es otro de las descripciones de 
muchos Convenios de los cuales somos partes, y existen en términos 
generales muy pocas expresiones directas de violación a este principio (que 
Nicaragua lo protege hasta a nivel constitucional), pero si se observa 
detenidamente y se amplia la visión del trabajo forzoso, se puede decir que en 
el sistema en el que  el Consenso de Washington nos sometió, podemos 
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afirmar que al reducir la oferta laboral y promocionar algunas plazas y tipos de 
trabajos están obligando a los demandantes a aceptar un trabajo casi a la 
fuerza en la medida en que si no lo aceptan, la cotidianeidad de la vida 
subsume la realidad de los-as trabajadores-as.  
 
El trabajo infantil es una realidad en nuestros países, incluso lo tenemos 
regulado hasta a nivel internacional. Creando una dicotomía entre el deber ser 
de la norma y el ser de la realidad social, claramente se observa el trabajo 
informal que ejecutan los-as niños-as por mandatos de sus padres. Sin 
embargo hay más de siete convenios de los cuales los-as nicaragüenses, nos 
regimos, y aceptamos. 
 
De igual manera con lo que respecta al salario mínimo y la comisión tripartita 
(al menos en Nicaragua), igual remuneración en iguales condiciones y para 
ambos sexos, y sobretodo la lucha contra el desempleo, estos temas son 
importantes para poder llegar a tener un trabajo digno, de calidad y de 
estabilidad laboral para cada uno de los sujetos inmersos en ese mundo. Si lo 
que propone la OIT se hiciera realidad, otra situación existiría en nuestro país. 
Recomendaciones desde la OIT 
 
Como se ha dicho anteriormente, las recomendaciones no tienen un carácter 
de obligatorio cumplimiento como los Convenios Internacionales, esa es la gran 
diferencia entre uno y otro tipo de herramienta de la Organización Internacional 
del Trabajo. 
 
Las recomendaciones generalmente sirven para darle mayor soporte a los 
Convenios porque están destinados a la parte más logística de cada uno de los 
elementos que se pretenden proteger. Por ejemplo, lo relativo a la “seguridad 
en el Trabajo” que se protege en los convenios pero en las Recomendaciones 
se establece el método para las cláusulas de trabajo (contratos celebrados con 
autoridades públicas, recomendaciones para la protección de los salarios, 
sobre la terminación de la relación laboral, entre otros), en otras palabras es 
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una forma de poder operativizar el ideario constituido en la Asamblea de la 
OIT.  
 
A continuación se presenta un gráfico que resume a nivel general los tópicos 
más importantes y sobretodo que se relacionan más con el tema de esta 
investigación. 
 
Gráfico No. 2 
“Contenidos de las Recomendaciones Internacionales aprobadas por 
Nicaragua” 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de (MITRAB, 2006) 
 
 
Para la libertad sindical existen aproximadamente 10 recomendaciones 
expedida por la OIT para proteger este derecho, unas 25 recomendaciones 
para la seguridad y salud en el trabajo, unas 15 para la protección de la 
seguridad social, unas 8 para la seguridad en el empleo, unas 7 para el tema 
del trabajo infantil.  
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Esta gran cantidad de instrumentos son parte inherente de nuestro 
ordenamiento jurídico, si sumamos estas recomendaciones superan las 60, 
encaminadas a proteger la vida laboral de los-as trabajadores-as de nuestro 
país, y desde la norma jurídica la función primordial de tener un marco donde 
se puedan sostener para cualquier conflicto existente entre el trabajador y el 
empleador.  
Tratados de Libre Comercio 
 
Los Tratados de Libre Comercio han sido diversos a través del tiempo, hoy en 
día al menos se incluyen cláusulas laborales en ellos, que en síntesis no 
aportan mayores elementos más que el respeto por las normas laborales tanto 
a nivel internacional como nacional. En la mayoría de ocasiones, la parte 
laboral se refleja en acápites estableciendo de forma expresa cómo se va a 
proteger al trabajo en dicho Tratado. Estos instrumentos jurídicos tienen un 
carácter comercial impuestos por las grandes potencias para liberar las 
fronteras nacionales al comercio internacional.  
 
En materia laboral, dichos tratados son el reflejo directo de la desregulación 
(que es una política económica del CW) al abrirle paso directo a las empresas 
internacionales permitiéndole, la consolidación de nuevas relaciones del trabajo 
en el marco empresarial y otros agentes económicos. Sin embargo es 
menester afirmar también, que todos los elementos del Tratado intentan ir 
acorde con los principios que declara la OIT en materia de Derechos Humanos, 
los derechos que son parte del ideario laboral en este instrumento jurídico son: 
derecho de asociación, derecho de organizarse y negociar, edad mínima para 
el empleo, salario mínimo aceptable, horas extras, seguridad social.  
 
 Además, cuando los países subdesarrollados como el nuestro, poseen un 
andamiaje jurídico internacional mínimamente consolidado y ratificado, más 
aun con potencias económicas, permite que las empresas presten mayor 
atención a los eventos nacionales –entre otros motivos debido a la estabilidad 
jurídica que les brindan estos Tratados-, logrando incrementar la Inversión 
Extranjera Directa (IED), que es otra de la políticas fomentadas por el CW.  
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A manera de ejemplo, el DR-CAFTA, ratificado por Nicaragua en el 2005 por la 
Asamblea Nacional con una mayoría de votos considerable, es un Tratado 
internacional que promueve la creación de zonas de libre comercio entre los 
países partes del tratado. En el Capítulo 16 del Tratado mencionado, hace 
referencia “a las obligaciones internacionales en materia laboral y la soberanía 
en el establecimiento y cumplimiento de las normas laborales en cada Estado 
miembro” (Moreno & Ortega, 2011). Es así que el tratado no aporta 
disposiciones a favor o en contra de los trabajadores, únicamente al 
cumplimiento de la normativa previamente aprobaba.  
 
De igual manera otros Tratados como el Acuerdo de Asociación (que aun no se 
ha ratificado) con la Unión Europea y Centroamérica hay una parte especial 
dedicada a la parte laboral, pero de igual manera que el CAFTA, solo afirma 
que se deben de proteger los derechos previamente establecidos en 
Convenios, y normas jurídicas nacionales y de igual manera ocurre eso con 
otros Tratados que pretenden abrir las fronteras para expandir el comercio 
internacional.  
 
Se ha visto que en la mayoría de estos TLC pueden estar enumerada una lista 
de derechos con los mecanismos de protección y de coerción de los mismos y 
por supuesto con las instituciones encargadas de velar por la protección de 
estos derechos conferidos, sin embargo no suman nuevos aportes para la 
protección del-la trabajador-a, solo legitima a los instrumentos jurídicos ya 
establecidos.   
 
Principios del Derecho Laboral Nicaragüense 
 
El presente título es de suma importancia porque es donde están configurados 
los principales lineamientos e hilos conductores que van a regir al Derecho 
Laboral Nicaragüense. Los principios más importantes que vinculan al 
trabajador-a y al-la empleador-a se encuentran ubicados en: La Constitución 
Política de la República de Nicaragua (Título VI, Capitulo V) y el Código del 
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Trabajo de la República de Nicaragua (Titulo Preliminar). La necesidad de partir 
de los principios es poder entender la lógica elemental por medio de la cual se 
rige el derecho social. Además es fundamental tenerlos en cuenta porque en 
caso que exista un vacío normativo, servirán como guía de la actividad laboral 
que se realiza en Nicaragua. 
 
1. “El trabajo es un derecho, una responsabilidad social y goza de especial 
protección del Estado. El Estado procurará la ocupación plena y productiva de 
todos los nicaragüenses”.  
 
 Iniciar con este principio es establecer de entrada que de aquí en adelante 
referirnos a Derecho del Trabajo, es sinónimo de un derecho público, social, en 
donde el Estado asume la responsabilidad ineludible de proteger cada una de 
las acciones de las partes y que existe unas de normas que se encargan de 
regular las relaciones laborales que se gesten y establezcan entre los sujetos. 
 
Este principio es importante porque anula otros principios (civilistas) como el de 
“La autonomía de la voluntad”, sugerido en el artículo 32 de la Constitución 
Política que “ninguna persona esta obligada a hacer lo que no mande, ni 
impedida de hacer lo que ella no prohíbe”. Entonces en este principio que estoy 
tomando de referencia se promueve que las partes son las que crean las 
obligaciones siempre y cuando no vaya en contra de ninguna ley, la moral y/o 
la costumbre. 
 
El Estado el que tendrá que velar por la protección tanto de los empleadores 
como trabajadores garantizarle a estos sujetos cierta estabilidad en lo que 
concierne a la relación laboral, porque dicha estructura sirve como ente 
mediador en caso de incumplimiento tanto de un contrato como de una norma 
laboral. Además que dado el carácter público que se le da a esta rama del 
Derecho, se convierte en Erga Omnes y coercitivo. 
 
2. “El Código del Trabajo es un instrumento jurídico de orden público mediante 
el cual el Estado regula las relaciones laborales”.  
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La ventaja que existe con la codificación es que se puede tener condensados 
los principales derechos y obligaciones que tienen tanto un colectivo social 
como un individuo en particular. Esto permite que sean más accesible y claras 
las normas jurídicas.  
 
Si bien existen otras leyes ordinarias (como reformas de artículos del Código, 
Ley de Salario Mínimo, Ley General de Higiene y Seguridad del Trabajo (ley 
668), Ley General de Inspección Laboral, entre otras), el mismo Código las 
sugiere para que sean de fácil acceso para todos y sugiere este principio que 
se regulan las relaciones laborales desde instrumentos expresos y objetivos, 
como son los instrumentos legales. 
 
3. “Los beneficios sociales en  favor de los trabajadores contenidos en la 
legislación laboral constituyen un mínimo de garantías susceptibles de ser 
mejoradas mediante la relación de trabajo, los contratos de trabajo o los 
convenios colectivos”.  
 
Este principio es toral para los trabajadores porque conlleva a una posible 
ampliación de las facultades y derechos que los trabajadores pueden tener con 
la norma jurídica, es decir que por medio de otros instrumentos como un 
convenio colectivo por ejemplo, se pueden crear otros derechos y garantías 
que no estén contenidos en la norma jurídica vigente. Esa “ampliación” se logra 
por medio de la negociación (tanto individual como colectiva),  y surte efecto de 
carácter obligatorio en la medida que todas las partes (empleador-es y 
trabajador-es) estén en mutuo acuerdo. 
 
4. “Los derechos en el Código son irrenunciables”. 
 
 Con este principio se pretende, además de darle el carácter para todos en 
iguales condiciones, hace que ninguna de las partes pretenda crear una 
relación laboral alternativa que no esté previamente regulada. Es importante 
tener en cuenta esto porque dado que es el Estado el que está de por medio, 
se necesita tener “las reglas del juego claras” para que cuando exista un 
elemento que no esté satisfaciendo a las partes, entonces se pueda intervenir. 
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 Por otro lado, algunos-as trabajadores-as no conocen cuales son sus 
derechos, hace entonces que aunque el empleador pretenda incumplir estos 
derechos (pago de indemnizaciones, vacaciones, normas de seguridad e 
higiene laboral, entre otros), será difícil porque el Estado garantiza una mínima, 
permitiendo poner en iguales condiciones a ambas partes. 
 
5. “El ordenamiento jurídico laboral limita o restringe el principio de autonomía 
de la voluntad y en consecuencia, sus disposiciones son de riguroso 
cumplimiento”. 
 
 Como se ha mencionado anteriormente, el principio que indica que las partes 
pueden contratar libremente siempre y cuando no vaya en contra de la ley, las 
buenas costumbres y la moral. En esta rama del Derecho, por su carácter 
público,  queda prohibido, y en razón, hace que el Estado, por medio de las 
instituciones competentes, vigile y controle esa relación laboral. 
 
 Esto sucede porque se sabe que siempre, el trabajador esta en una condición 
de subordinación al empleador y el Derecho intenta crear un cierto equilibrio 
entre ambos, generando estas restricciones.  
 
6. “Las presentes disposiciones son concretas, objetivas y regulan las 
relaciones laborales en su realidad económica y jurídica” 
 
Es así entonces que, como se ha dicho hasta la saciedad en paginas previas, 
lo taxativo de la norma expresa permite darle mayor significación al vínculo que 
constriñe a ambas partes.  
 
7. “El ordenamiento jurídico laboral protege, tutela y mejora las condiciones de 
los trabajadores”.  
 
Como todas las ramas del Derecho se pretende regular, tutelar y proteger las 
acciones de los sujetos para coexistir en condiciones de igualdad y en orden 
social. Sin embargo, lo interesante de este principio es que la rama de lo 
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laboral intenta paulatinamente ir mejorando las condiciones de los 
trabajadores, no solo en lo que respecta al salario (que es fundamental) sino 
también en la jornada laboral, estabilización, indemnizaciones, entre otros.  
 
El mundo del trabajo en general, cada vez se configura de una manera distinta 
dado que se relaciona con otras estructuras sociales y económicas, esto hace 
que el Derecho Laboral tenga que ir a la par de estas transformaciones e ir 
protegiendo a los trabajadores en todos los ámbitos en donde se determinan.  
 
8. “En caso de conflicto o duda sobre la aplicación o interpretación de las 
normas del trabajo legales, convencionales o reglamentarias, prevalecerá la 
disposición más favorable al trabajador”.  
 
Se ha mencionado anteriormente que el trabajador está siempre en condición 
desigual frente al empleador, tanto por razones sociales como económicas, es 
por esto que, toda norma –ya sea la Constitución Política, una norma 
internacional, convenio colectivo, norma ordinaria, u otras.- debe ser armónica 
con este principio. 
 
Siempre se le aplicará al-la trabajador-a la que mayor le favorezca. Este 
principio puede parecer contradictorio con otros principios generales del 
Derecho y con la jerarquización de la estructura normativa establecida para las 
normas jurídicas, en donde se coloca a la Constitución por encima de las 
demás leyes, pero lo que se establece con el presente principio es que en 
definitiva aunque un convenio colectivo que, evidentemente,  no tiene el rango 
que posee la Constitución, pueda sobreponerse a ésta siempre y cuando le sea 
de mayor provecho al trabajador en caso que exista un conflicto determinado.  
 
Se puede afirmar entonces que, para el Derecho Laboral todas las leyes están 
al servicio de los trabajadores en una forma lineal, es decir, que no existe la 
inconstitucionalidad bajo ninguna circunstancia a este respecto. (Malespín, 
2011) 
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9. “Los casos no previstos en el código del trabajo o en las disposiciones 
legales complementarias se resolverán con los principios generales del 
Derecho del Trabajo, la jurisprudencia, el derecho comparado, la doctrina 
científica, los convenios internacionales ratificados por Nicaragua, la costumbre 
y el Derecho común”.  
 
Es importante este principio porque nos da la pauta para no crear ningún 
desamparo tanto al-la empleador-a, como al-la trabajador-a. Lo que se intenta 
es no crear un vacío legal bajo ninguna circunstancia dándole un cierto valor a 
otras disposiciones (tanto normativas como no normativas) para que cuando el 
Derecho del Trabajo no pueda proteger al-la trabajador-a, se pueda proteger 
en otros ámbitos. En una sociedad que se transforma y evoluciona tan rápido, y 
el Derecho no siempre logra ir de la mano con dichos cambios, este principio 
sirve como un amortiguador de la generación de conflictos creado por la 
relación empleador-a y trabajador-a, dado su versatilidad jurídica. 
 
10. “Las normas contenidas en el código del Trabajo y la legislación laboral 
complementaria son de Derecho Público, por lo que el interés privado debe 
ceder al interés social”.  
 
 De alguna manera ya se ha abordado, pero vale poder profundizar un poco en 
este principio. El Estado se convierte en el garante del orden y la satisfacción 
que debe de existir en el trabajo debido a que es el ente supervisor para que 
no ocurra ningún conflicto en el trabajo. Pero no solo eso, sino que también es 
el encargado de mediar para la resolución de cualquier conflicto y hacer justicia 
bajo todas las circunstancias debidas. 
 
Se ha mencionado también anteriormente que, si las normas son de interés 
público, entonces son Erga Omnes, por lo cual es de aplicación general para 
todas las personas, constituyéndose así un consolidado jurídico normativo 
dejando por fuera la autonomía de la voluntad que “prefiere” el acuerdo 
privado. Lo determinante de este principio es que el contrato de trabajo 
celebrado por las partes es importante y de obligatorio cumplimiento para las 
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partes siempre y cuando no contravenga con absolutamente ninguna norma 
previamente establecida en el orden jurídico.  
 
Es decir que, el contrato no es necesariamente el vinculo principal que 
constriñe a las partes cuando no beneficia al-la trabajador-a, así que siempre 
es imprescindible saber qué y cuáles son las prioridades del-la trabajador-a.  
 
11. “La mujer y el hombre son iguales en el acceso al trabajo y la igualdad de 
trato, de conformidad con lo establecido en la Constitución de la República”. 
 
Este principio se vincula directamente con el precepto constitucional que refiere 
al hombre y la mujer (art. 27 Cn. 82 inc. 1 Cn. entre otros) estableciéndose de 
esa manera una condición de género en equidad para el ser humano, y 
sobretodo una restitución de Derechos para las mujeres que históricamente 
han sido explotadas únicamente por el hecho de ser mujeres.  
 
12. “Se garantiza a los trabajadores estabilidad en el trabajo conforme a la ley 
de igualdad de oportunidad de ser promovido sin más limitaciones que los 
factores de tiempo, servicio, capacidad, eficiencia y responsabilidad”.  
 
El tema de la estabilidad laboral se convierte hoy en día en una necesidad más 
que en un derecho porque cada vez la oferta laboral apunta a una inestabilidad 
por razones de eficiencia y eficacia en lo concerniente a la producción de los 
bienes y servicios. 
 
 Sin embargo, para el Derecho significa que sea de obligatorio cumplimiento, 
para los-as empleadores-as, garantizarle a los-as trabajadores-as una mínima 
estabilidad referida al tiempo, salario, y permanencia en el campo laboral. 
Asimismo, la estabilidad supone mantener un clima en el trabajo con ciertas 
condiciones para que los sujetos puedan sentirse responsables en sus 
actividades y sobretodo lo proyectado al tema de la identidad en el lugar de 
trabajo para que las personas sean partes del mismo y sentirse seguras en su 
quehacer diario. 
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13. “Se garantiza a los trabajadores salario igual por trabajo igual en idénticas 
condiciones de trabajo, adecuado a su responsabilidad social, sin 
discriminaciones por razones políticas, religiosas, raciales, de sexo o de 
cualquier otra clase, que les asegure un bienestar compatible con la dignidad 
humana”.  
 
Siguiendo la lógica de nuestra Carta Magna, este principio conlleva a la 
igualdad en la retribución económica que reciben los trabajadores al 
desempeñar una actividad determinada. Lo relevante de este principio es que 
incluye a todas los sujetos dentro de la esfera laboral, es decir a hombres, 
mujeres (embarazadas o no), personas con discapacidad, adolescentes, pero 
excluye a los-as niños-as. 
 
Por otro lado, en toda empresa o institución existe una jerarquía que permite el 
establecimiento de un orden, y es dentro de esa estructura en donde los 
salarios se establecen, es decir por el rol que se desempeña, no por el sujeto 
como tal, creando un marco de equidad para cualquier persona que quiera 
aspirar a un cargo en específico. 
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Derechos tutelados (normas ordinarias) 
 
Constitución Política de la Republica de Nicaragua 
Convenios, Recomendaciones y Tratados Internacionales (antes mencionados) 
Leyes 
Ordinarias: 
Ley No. 625, Ley de Salario Mínimo: 
(Objeto) establecimiento de un salario 
que logre satisfacer las mínimas 
necesidades que un trabajador –y su 
familia- pueden tener para vivir con 
bienestar y dignidad humana 
 
Ley No. 456, Ley de Riesgos y 
Enfermedades laborales: 
(objeto) se pretende con esta 
ley aumentar y establecer una 
lista de enfermedades y riesgos 
que ocurren en el trabajo 
 
Ley No. 618, Ley general de Higiene y 
Seguridad Ocupacional: (objeto) 
protección a los trabajadores en el 
desempeño de sus labores a partir de 
disposiciones mínimas de seguridad e 
higiene que deben cumplir los 
empleadores, el Estado y los 
trabajadores            
 
Ley No. 516, Ley General de 
Derechos Laborales Adquiridos: 
(objeto) ninguna empresa puede 
menoscabar los beneficios, facultades 
y derechos con el  pretexto de mejorar 
la competitividad delas empresas 
(nacionales o extranjeras) 
 
Reglamento de Asociaciones 
Sindicales: (objeto) determina todo 
lo concerniente a la actividad –
interna y externa- del colectivo 
sindical. Además que refiere a los 
derechos, obligaciones y 
organización política de las mismas 
Ley No. 666, Ley de reformas y 
adiciones al Código del Trabajo: 
(Objeto) se le mejoran las 
condiciones laborales de las 
personas que trabajan en 
servicios domésticos 
Ley No. 763. Ley de los 
Derechos de las personas 
con discapacidad (Cap. 
IV, derechos laborales) 
(objeto) derechos, 
garantías y protección de 
las personas con 
discapacidad respecto al 
trabajo y la obligación del 
MITRAB –además de 
cumplir las leyes- obligar a 
los empleadores a que la 
cumplan por medio de sus 
instituciones y agentes 
Entre 
otras 
leyes… 
Orden jerárquico 
(Kelsen) 
Ley 185. Código del 
trabajo en 
Nicaragua (objeto) 
compendio de todos 
los derechos 
tutelados por el 
Derecho laboral 
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Decretos y 
acuerdos 
ministeriales 
A.M: JCHG-06-08-11. Sobre la 
aplicación de salarios mínimos 
aprobados por la comisión 
Nacional del Salario Mínimo 
(objeto): Se establece el Salario 
Mínimo hasta la fecha de agosto de 
2011 el salario mínimo por sector. 
Se visualiza el porcentaje de 
aumento, la cantidad en córdobas al 
mes, diario y por hora.  A.M: JCHG-005-04-2011. 
Sobre los Nuevos Salarios en 
el Sector Construcción 
(objeto): se establece el salario 
que debe de recibir los oficiales 
de construcción (carpinteros, 
albañiles y armadores) y el 
salario de los ayudantes hasta 
la fecha de mayo del 20011 
Ley No. 671. Ley de adición al Título VII, libro 
primero del Código del trabajo. (Objeto) se 
establece la carga horaria y se manda a obligar 
a los empleadores a que le paguen las 
prestaciones de ley debidas a sus empleadores 
y la inscripción en la Seguridad Social 
A.M: JCHG-011-10-10. Normativa 
Salarial del Café, Cosecha 2010-2011. 
Se define trabajadores temporales y 
permanentes. Se prohíbe la contratación 
de personas menores de 14 años y se 
establecen las medidas y los salarios de 
los trabajadores.  
Entre otros 
reglamentos
… 
Entre otros 
acuerdos… 
Decreto No. 55-97, 
Reglamento de Asociaciones 
Sindicales: (objeto) Se 
determina el rol, la constitución, 
la organicidad y los sujetos que 
tienen los sindicatos 
Ley No. 280, Ley de Reforma 
al Código del Trabajo: (Objeto) 
Se reforman los artículos 
relativos al trabajo de los 
adolescentes 
Ley No. 664, Ley General de 
Inspección del Trabajo: (objeto) 
regular y garantizar el cumplimiento 
de las normas laborales  a partir de 
la verificación constante de las 
condiciones en los centros laborales 
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Siguiendo el legado de Kelsen4, el ordenamiento jurídico poseen una estructura 
jerárquica. Esto supone que las leyes tienen rangos diferenciados de acuerdo a 
la importancia y el carácter que ésta posea para el colectivo social.  
 
A decir, la Constitución Política se coloca en la cúspide dado que es la norma 
que contiene los derechos fundamentales, la organización política del Estado, 
los principios rectores que van a ser la razón de ser de otras leyes.  
 
Las leyes ordinarias están de tercero en la pirámide que Kelsen estableció. Es 
a partir de este punto donde recobra sentido el gráfico que anteriormente se 
expuso, las leyes ordinarias, los decretos presidenciales, los acuerdos 
ministeriales, entre otras. son las normas jurídicas que van a darle el peso y la 
coherencia debida al Derecho como tal en la medida que se ajuste –siguiendo 
los postulados del iuspositivismo- a las leyes de mayor rango, en el caso 
particular al Derecho Laboral. 
 
Como se puede ver en el esquema anterior, existe todo un andamiaje jurídico –
que no se desarrollará a profundidad en esta investigación- que intenta 
proteger en todas sus dimensiones al trabajador-a y a mantener una relación 
armónica entre el-la empleador-a y el-la trabajador-a. Dicho cuerpo normativo, 
en primer lugar son los derechos, de forma más especificada, que provienen de 
la Carta Magna y demás instrumentos internacionales que se han ratificado 
como país miembro de la OIT.  
 
Estas leyes tutelan desde la seguridad e higiene en el trabajo, hasta el derecho 
de sindicalización, seguridad social, inspección del trabajo, salario mínimo, 
personas con discapacidad, pasando por los derechos de los-as niños-as y 
adolescentes en el trabajo y la protección de las mujeres –sobretodo en la 
etapa de embarazo.    
 
                                            
4
 Filósofo del Derecho: es considerado de las personas más influyentes en el Derecho desde la 
perspectiva del Iuspositivismo. Las normas son el elemento más importante para el Derecho 
excluyéndolo de las ideologías y otros aspectos subjetivos. 
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Preocupado el Estado porque verdaderamente los empleadores cumplan con 
las leyes para la protección de los derechos de los-as trabajadores-as, se han 
creado muchos acuerdos ministeriales, decretos y sobretodo leyes que 
protegen este derecho.  
 
Asimismo, además de todos los derechos regulados en la ley No. 185, que es 
el máximo exponente del Derecho Laboral en Nicaragua, se han hecho 
esfuerzos para la aprobación de otras leyes que sirven y amplían los derechos 
de los trabajadores. De esta manera se aprobó –por ejemplo- la Ley 664, que 
establecen las mínimas condiciones que deben de existir en un lugar de trabajo 
en donde se desempeñan las actividades más importantes que desarrollan los-
las trabajadores-as. Esta ley entraría en una discusión profunda cuando nos 
damos cuenta que el empleo que últimamente se está promoviendo no 
necesariamente esta localizado en una empresa, o en una institución 
determinada, sino que como elementos constitutivos de la flexibilización laboral 
es la realización del trabajo por entrega del producto (ejemplo: los trabajos 
realizados por Telecontratos) sin importar el lugar donde se realice dicha 
actividad laboral.  
 
El ejemplo anterior sirve para mostrar que en varias ocasiones, existe una 
dicotomía muy grande entre la norma jurídica y la práctica cotidiana de los 
sujetos y sobretodo con la estructura política, económica y cultural de las 
realidades nacionales de cada Estado. Es por esto que hacer un análisis sólo 
de las normas como tal, produce una perspectiva parcial de todo lo que 
conforma el tema de investigación. Así que el segundo capítulo que a 
continuación se desarrolla es sobre “El Ser” del trabajo en Nicaragua que 
muestra una realidad política, económica y social del presente objeto de 
estudio.  
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“El SER”: el Trabajo en 
Nicaragua después del 
Consenso de Washington 
 
Es imposible poder analizar, comprender y sintetizar una realidad únicamente 
desde la perspectiva jurídica, por lo cual se hace necesario recurrir a otras 
Ciencias Sociales que hayan investigado –en los diferentes niveles de 
profundidad- el objeto de estudio que se está tratando en el presente trabajo. 
Es así que, si bien es cierto el Estado ha sido regido bajo un ordenamiento 
jurídico, éste ha sido influenciado directamente por un marco histórico, social, 
económico y sobretodo político. Es por esto que no se puede perder estas 
perspectivas en la presente investigación.  
 
El trabajo, y la evolución de las relaciones laborales, ha sido motivado no 
primordialmente por el legislador, que sentado en el hemiciclo junto a los 
demás diputados se imaginan y crean una norma que va a regir a la nación, 
sino que éstos son representantes de diferentes grupos de la sociedad  que 
motivan sus causas para el beneficio de su sector. Es de esta manera que los 
conflictos y las tensiones que se gestan en torno a un vínculo –como el que se 
está analizando- debe de observarse desde una perspectiva holística en donde 
se aborden distintos objetos de estudios. 
 
 
 
 
Capítulo II 
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Antecedentes del Mercado Laboral Nicaragüense 
 
La economía nicaragüense, al igual que el resto de economías de la región 
centroamericana, históricamente ha estado a disposición de los países del 
primer mundo y sobretodo se ha adecuado a los requerimientos de la 
economía mundial, reestructurando sus procesos productivos.  
 
Somos un país con un modelo económico de producción agrícola, de materias 
primas, que satisfacemos a algunas potencias mundiales en dependencia de 
los que ellos nos piden, por eso a lo largo de nuestra historia se corresponde 
de manera directa a la lógica del gran capital y en general los-as trabajadores-
as han estado inmersos en labores específicos bajo ese lineamiento.  
 
En el Siglo XIX se dio un cambio importantísimo en la relación trabajador-a y 
empleador-a en el sector del café (Gamboa, 2007) -que como es sabido, ha 
sido uno de los rubros más determinantes en la economía nacional-, y es que 
por presiones al poder Legislativo se transformó el régimen colonial de plena 
subordinación hacia el patrono, y se les empezó a considerar trabajadores-
as asalariados, es decir con derechos mínimos para los-as trabajadores-as del 
campo, pagándoles un salario determinado, con una jornada laboral específica 
(aunque muy extensa de casi 12 horas). 
 
Entre la década de los 50-70 hubo una expansión del modelo agroexportador 
(modelo de producción e industrialización con mayores cualidades técnicas) en 
los sectores del café, algodón, banano, entre otros. y se dio un intento 
minúsculo de industrializar parte de la producción que se obtenía del campo de 
nuestro país y también de los países centroamericanos5. Este intento entró en 
crisis a finales de los años 70, comienzo de los 80 y la región centroamericana 
(excluyendo a Nicaragua por el proceso revolucionario) se vio obligada a abrir 
sus economías. 
                                            
5
 Intento de implementar el Modelo de Inversión Sustitutiva de Importaciones (ISI) promovido 
por la CEPAL en donde se promovía (a grandes rasgos) un proteccionismo a la producción 
interna de los países y un intento por desarrollar avances técnicos que sustituyeran la única 
producción de materias primas.  
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A nivel del vínculo trabajador-empleador, es a partir de los años 50 en los 
sectores del café, banano y también del algodón, se reconfigura la mirada 
hacia el trabajador haciendo que, efectivamente, se creara una mano de obra 
temporal es decir no trabajo estable en el tiempo y se intensificó la 
estacionalidad en el empleo, esto significaba que las garantías jurídicas que 
regulaban las relaciones entre los sujetos cada vez se empezaban a coartar 
con el aumento de la inversión (nacional y extranjera) para ese sector. 
 
Socialmente eso significó una inestabilidad profunda en el campo, obligando a 
las personas a migrar del campo a la ciudad, creando en algunas ocasiones 
personas inadaptadas socialmente, personas anómicas, con grandes 
contradicciones y que se vieron obligadas, casi por instinto humano, a 
acomodarse a la vida de la ciudad, creando zonas marginales y periféricas en 
las ciudades  
 
A nivel laboral hubo un evidente descenso del sector primario (campo) y un 
incremento desmesurado del sector terciario (servicios). Este sector, que 
necesitaba un proceso de mínima especialización técnica, fue visto con mayor 
potencia en los años posteriores por el obligado hilo conductor que nos llevaba 
rápidamente a legitimar el sistema capitalista neoliberal. 
 
En los años 80 en Nicaragua, al nacionalizar y estatalizar gran parte de la 
actividad económica y sobretodo al desarrollar un modelo de economía mixta, 
hubo un incremento en el empleo y personas ocupadas, observándose casi 
pleno empleo a nivel nacional. 
 
 Pero fue a finales de la década, entre otros factores por de la  y el bloqueo 
económico se desgasta y se agrava  la economía nacional teniendo que hacer 
una modificación al sistema que se intentó implementar en la revolución, de 
esta manera se hizo una reducción de los subsidios, congelamiento de gastos 
gubernamentales, nuevos impuestos y sobretodo una reducción del empleo 
público.  
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Además parte de ese contexto, el sector privado era muy reducido, y la reforma 
agraria no logró mejorar las condiciones productivas del país. El empleo formal 
era básicamente el que el Estado podía sostener mínimamente por medio de 
sus empresas públicas, el gobierno central y el ejército sobretodo, 
estructuración que evidentemente en ese contexto no dio resultado por agentes 
externos al país, que impidieron desarrollarse pero también por problemas 
internos de corrupción y de mal manejo de los escasos recursos con los que se 
contaban. 
Complejidad del Estudio de la categoría 
“Trabajo” por su naturaleza y valor socio-jurídico 
 
La categoría trabajo es de gran relevancia histórica, social, económica, política 
y jurídica. Las circunstancias históricas nos permiten entender y por esa vía 
explicar los cambios que se van operando en la naturaleza del trabajo y su 
expresión más elaborada de uso conceptual que se denomina fuerza de 
trabajo.  
 
Los aspectos sociales que contienen los elementos de análisis para definir y 
explicar la naturaleza de los cambios, son resultado del comportamiento 
diverso e intereses de los distintos actores sociales a través del tiempo, 
entiéndase, trabajadores organizados en sindicatos u organizaciones no 
institucionalizadas, partidos políticos, entre otros. o bien empresarios y 
capitalistas que se van “modernizando” en la búsqueda de obtener apoyos 
políticos, consensos, reconocimientos sociales o para adoptar esquemas de 
modernización que les permitan mantener el status quo. 
 
Se requiere en las actuales circunstancias del conocimiento, la utilización de 
descriptores de la realidad que lleven a la constatación del casi evidente hecho 
social a una forma deliberada de conocimiento que permita organizar el 
esfuerzo de explicaciones que se hace del tema a investigar, no solo describir 
el estado de situación del Trabajo en el mundo neoliberal, sino aportar algunos 
elementos para que se explique un fenómeno social, tan importante, con una 
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visión que abarque buena parte de los elementos que la influyan y determinen 
para una mejor comprensión del fenómeno que se estudia, analizándolo con el 
conocimiento de diversas disciplinas  en sus diversas dimensiones. 
 
 Efectivamente en el Derecho positivo actual, los problemas de las autoridades 
para abordar y resolver los conflictos y desacuerdos que se producen en las 
relaciones trabajadores-as y empleadores-as es un universo complejo que 
incluso lleva al desarrollo de la casuística como modelo de intervención 
gubernamental; pero además esta interacción produce resultados diversos para 
los actores involucrados (trabajadores-empleadores) y los mismos en muchas 
ocasiones son predecibles porque las capacidades de uno frente a otro 
proporciona ventajas a los que tienen mejor situación económica o de 
reivindicación “política”, no necesariamente sindical. 
 
En el centro de la contradicción trabajo asalariado y capital, hay una relación 
económica. El mejor aprovechamiento de la variable ingreso y/o riqueza es la 
determinante en última instancia de los elementos de organización, 
responsabilidad, tutelaje, arbitrio, y todas las decisiones hasta hoy conocidas;  
todo lo anterior nos obliga a revisar los aspectos jurídicos como parte 
importante del tema, pero en conjunción con otras disciplinas de las ciencias 
sociales.  
CONSENSO DE WASHINGTON 
 
Es preciso iniciar este acápite afirmando que el Consenso de Washington se 
trata de una sistematización de políticas (decisiones desde la hegemonía del 
poder) que corresponde y se consolida bajo un sistema socioeconómico 
denominado neoliberalismo. El Consenso de Washington es un mecanismo 
unificador de dichas políticas económicas con el propósito que sirvan como 
herramientas para expandir y legitimar el Sistema al mayor número de 
sociedades y Estados posibles, haciendo sus primeras intervenciones en los 
países Latinoamericanos. 
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La “apertura democrática” de los países latinoamericanos en los 70 y 80 
(Nicaragua en los 90) permitió que se profundizara en la “necesidad” de ser 
parte de la dinámica de que consideraba al Mercado como paradigma del 
nuevo modelo económico que se impuso por parte de los países hegemónicos.  
 
Desde la lógica del Consenso, fue elaborado con el propósito de encontrar 
soluciones útiles y de primera mano a la región en el marco de un gran 
estancamiento social y sobretodo de crisis económicas, nombrándose como 
actores ejecutores de esas políticas los agentes económicos internacionales 
(FMI, BM, BID) pero sobretodo los Estados en vías de Desarrollo (o el término 
políticamente correcto) quienes recurrieron a “pedir ayuda” para salir del 
estancamiento donde se habían introducido.  
 
La Globalización fue la categoría que justificó muchos de los procesos del 
contexto de los años 80,  si se entiende que está compuesta por una serie de 
intercambios comerciales, originados por el desarrollo de las tecnologías 
(Información y comunicación) que han permeado muchos otros ámbitos 
sociales, a tal punto de rediseñar el modelo económico imperante en el mundo 
entero.  
 
Uno de los argumentos desde el Consenso es que los Estados 
latinoamericanos no podían cumplir con su papel en la sociedad de 
administración, protección y de crear el bienestar social 6 , por una 
burocratización mal manejada, donde los administradores públicos en su 
mayoría estaban propensos a la corrupción por sus bajos salarios y sobretodo 
por la incapacidad productiva y el déficit de plusvalor de mercancía que el ente 
estatal no lograba generar.  Además que, los Estados, al estar altamente 
endeudados (guerras, corrupción, entre otros), no estaban preparados para 
competir a nivel internacional con el mercado, lo que generaría un atraso 
                                            
6
 Conviene recordar en este punto la crisis del modelo del Estado de Bienestar que se empezó 
a profundizar en su máxima potencia en los años 70, entre otros factores  por la crisis del 
modelo económico (fordista) relativos a la desaceleración del crecimiento de la productividad, 
que se relaciona con la tecnificación del mundo del trabajo y con un una contradicción profunda 
en el carácter lucrativo del negocio. Otros factores se vinculan también como la nueva 
organización de la geopolítica y comercio internacional, la erosión de la hegemonía 
norteamericana y el comienzo de una nuevo momento histórico de la sociedad, la era de la 
información. 
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mayor. Si a esto le agregamos que el capital privado, según ellos, es la mejor 
opción para poder sacar adelante la economía de los países por su evidente 
vasta experiencia administrativa y su capacidad económica, da como resultado 
que se debe hacer una efectiva reestructuración de la lógica política y 
económica del sistema imperante, y la respuesta a esto es el Consenso de 
Washington.  
 
Como si fuera un axioma sin fundamento, los gobiernos latinoamericanos 
tecnócratas de los años 80 y 90 en Nicaragua, se les aplicó el Consenso en 
toda su expresión y los gobiernos recibieron todo el respaldo de estos 
organismos al cambiar la lógica de las políticas de los Estados.  Como una de 
las consecuencias positivas que ha traído la aplicación del Consenso es  una 
reducción monetaria a un solo digito prácticamente en todos los países7, la 
disciplina fiscal (uno de los puntos del Consenso) redujo “el déficit 
presupuestario del 5 por 100 del PIB al 2 por 100 del PIB” (Casilda, 2004) y se 
redujo la deuda externa en un 20% aproximadamente.  
 
En Latinoamérica a nivel general hubo un incremento de los flujos de capitales 
de 14 mil millones de dólares en 1990 a un 86 mil millones en 1997 (Casilda, 
2004), pero en cada país de la región fueron distintos los flujos porque la 
aplicación de las medidas del Consenso también fueron distintas.  
 
Sin embargo, las consecuencias negativas fueron mucho más perversas y 
desalentadoras en termino de crecimiento económico, reducción de la pobreza, 
redistribución del ingreso, consecuencias sociales y sobretodo en la 
transformación del mundo del trabajo. En primer lugar el aumento del PIB en 
toda la región latinoamericana no llego ni siquiera al 2%, haciendo que el 
incremento esperado haya sido una franca farsa en la medida que no se logró 
obtener el resultado que habían pronosticado los grandes idealistas del 
Consenso.  
 
                                            
7
 Con el Gobierno de Violeta Barrios de Chamorro, se introdujo el Córdoba Oro que empezó 
teniendo un valor de uno a uno con el dólar norteamericano.  
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Los indicadores sociales tampoco fueron alentadores, es más siguieron siendo 
alarmantes (y hasta más) que en las décadas anteriores, porque los niveles de 
desigualdad y polaridad social que se generaron fueron tan perversos que 
llegamos a ser una de las regiones más desiguales (por no decir la más) en 
todo el mundo. Un problema serio es, según los informes del PNUD del primero 
quinquenio del 2000, que la disponibilidad del agua potable continuó siendo 
escasa en los países pero mayormente en las zonas rurales, sin dejar atrás 
claro está, la desastrosa educación pública en general y particularmente la 
calidad de la misma. 
 
Evidentemente, después de no obtener los resultados que los Estados 
esperaban y la población en general, se empezaron a desanimar y a expresar 
cierto rechazo por la “panacea económica” que les había ofrecido con el 
Consenso de Washington.  Hay algunos promotores y promotoras del 
Consenso que afirman que si no hubiese sido por estas medidas, en definitiva 
la región hubiera caído en un colapso tal que no se hubiera podido salir 
mínimamente adelante, pero es lógico que a los más necesitados, los 
sobrexplotados y los que no tienen sus necesidades básicas satisfechas ese 
discurso no los aprueba y no les es reconfortante8.  
 
Parte de los fallos del Consenso es que, según sus creadores, hubo una 
omisión de otras medidas que eran necesarias para poder desarrollar un país, 
después de años de observación y experimentación se dieron cuenta que era 
necesario tocar temas de equidad, como por ejemplo los relativos a la 
distribución de la renta, el crecimiento población, el desgaste del medio 
ambiente, el tema de género y las relaciones en el trabajo. Intentaron 
generalizar sociedades de una región en específico con la misma idea que una 
comerciante guarda en un saco un quintal de papas.  
 
Otro de los fallos es que no hubo una contextualización debida entre el C.W y 
la estructura económica que existe en los países de la región donde las 
                                            
8
 Es necesario decir que las consecuencias que se produjeron de la aplicación del Consenso 
de Washington en el mundo del trabajo se analizará en el Capítulo III de la presente 
investigación 
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pequeñas, medianas y microempresas son las que sostienen la base interna 
económica.  
 
Para ejemplificar lo que se acaba de afirmar, según Oquist (2011)  
 
 …en Nicaragua el 70% del trabajo está en la micro, pequeña y mediana 
 empresa y el 40% de todo lo que se produce viene desde esa esfera.” Y 
 sigue diciendo: “A manera de ejemplo, el 60% de la producción de café, 
 el 65% de la carne, el 80% de los granos básicos, y 90% de las 
 hortalizas provienen de la micro, pequeña y mediana empresa.  
 
Como es evidente entonces, no se puede aspirar a competir a nivel 
internacional con las grandes transnacionales si a lo interno del país aun 
existen problemas graves de productividad en la elaboración de bienes y 
servicios. Con datos tan claros como estos, se puede partir de entrada que en 
definitiva la relación que existe entre las corporaciones capitalistas (promovido 
por el Consenso) y la realidad latinoamericana es completamente 
desproporcionada e incompatible, por tal razón la aplicación de estas medidas 
es un brutal aniquilamiento a las débiles economías nacionales. 
 
En el gráfico que a continuación se presenta, se enumera de manera clara las 
diez políticas económicas de las que se ha referido en toda la investigación9: 
                                            
9
 Larraín, M. (s.f). “Consenso de Washington” 
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Sin embargo, para fines de la presente investigación, no son objeto de interés 
(como se ha mencionado en la introducción) las diez políticas económicas, 
dado que lo que interesa es poder vincular estas con la transformación de las 
relaciones laborales en nuestro país. Por tal razón, los ejes por lo cual se 
guiará este trabajo son: prioridades en el gasto público, desregulación y 
las privatizaciones junto a la IED. 
 
La desregulación, elemento que propicia una reducción de los egresos 
promoviendo las exportaciones sobre las importaciones, busca que la 
reducción de la intervención estatal pueda abrir las puertas a un comercio más 
igualitario. No obstante, esta jugada política –que es también una acción 
económica y jurídica- tiende a convertirse en un arma de doble filo si no se 
comprende que las empresas nicaragüenses y las latinoamericanas que 
sostienen las economías al interior de los países son las micro, pequeñas y 
medianas empresas. 
 
Por un lado, la desregulación del Estado está enfocada en fomentar una mayor 
libertad del mercado, porque con ello las empresas podrán ser mucho más 
competitivas –en el discurso-, consiguiendo con esto que la producción pueda 
aumentar y que la interacción de las empresas sea más fácil. Este 
planteamiento tiene serios problemas en la lógica que lo argumenta, ya que no 
es posible aceptar una desregulación si las empresas inmersas en el proceso 
no pueden sostener, por las asimetrías, un nivel de producción de otras que 
pertenecen al mercado internacional. 
 
El proceso desarrollado por la desregulación se dirige a la reducción del 
Estado, provocando así que éste no pueda intervenir ni mantener un cierto 
control sobre el intercambio de productos en la relación de la oferta y la 
demanda. La desregulación del trabajo no es más que la flexibilización del 
trabajo que produce de forma inmediata beneficios al empleador, en detrimento 
de los derechos de los-as trabajadores-as. Asimismo de forma frontal elimina o 
se opone a la creación de sindicatos, a las convenciones colectivas del trabajo, 
y/o eliminación de prestaciones sociales y de la seguridad social. Todo esto 
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con el predicamento de la competitividad, la eficiencia, la eficacia y la 
modernización.  
 
El tema de las privatizaciones establecida por el Consenso de Washington 
están diseñadas para otorgarle las atribuciones que tenían las empresas 
estatales a las empresas privadas. Esto evidentemente desde la lógica que los 
consumidores tengan un servicio de más calidad que la que el Estado puede 
proveer. Se afirmaba, desde el Consenso, constantemente que las empresas 
manejadas por el Estado eran ineficientes y corruptas por la burocratización 
que se había constituido en estas y también por el poco presupuesto con el 
que contaban para que operen de manera tal que los-as consumidores-as se 
sintieran satisfechos. 
 
Bajo la ideología neoliberal, es necesario disminuir el campo de acción estatal 
para darle paso abierto al mercado y por ende al capital, permitiendo que el 
buen funcionamiento de las empresas privadas puedan brindarles a las 
personas una mejor calidad y de esta manera “desarrollar” la sociedad. Es por 
esto que, es necesario eliminar todas las barreras estatales que lo único que 
produce es estancamiento social. 
 
Otro punto importante es el de la “ineficiencia” de las empresas estatales, 
puesto que, a la vista de los grandes empresarios, las industrias pertenecientes 
al Estado se estaban dejando perder. Esta postura mercantilista obviaba el 
hecho que el Estado utilizaba los recursos y el capital excedente de las 
empresas en proyectos sociales –obligación que tiene éste para con el pueblo-.  
 
Además, un punto clave que permite reflejar que las empresas nicaragüenses 
funcionaban de manera adecuada y que eran rentables es que, cuando se 
empezaron a vender en la década de los 90, hubo una gran cantidad de 
oferentes para adquirir estos bienes. Es menester recordar que los que 
detentan el capital, nunca toman los hábitos de la “misericordia” y “compasión” 
para salvar a empresas fracasadas o sin posibilidades de rentabilidad.  
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Ejemplos claros como el de la privatización de la empresa de Telefonía y/o de 
la luz eléctrica. La empresa de Telecomunicaciones CLARO por ejemplo, 
nunca hubiera podido ser la empresa que es (lo rápido y grande que se 
convirtió) sin que el Estado previamente haya invertido en todas las antenas y 
demás infraestructura que ENITEL había dejado, el Estado es el ente que hace 
las inversiones más complejas para el beneficio de la población. De igual 
manera Unión Fenosa, quien fue la empresa beneficiada de obtener el 
monopolio de la distribución de la energía eléctrica nicaragüense, al haber 
comprado de forma muy barata (casi regalada) la empresa estatal. 
 
 Las privatizaciones se produjeron en toda América e incluso Europa, es caso 
de estudio de la Academia la privatización de bancos, ferrocarriles, líneas 
aéreas que se produjo en Argentina, dejando al país en una situación de 
precariedad  muy grande, en España incluso se privatizó la seguridad y control 
del sistema penitenciario, en todos los países de América Latina se hizo un 
esfuerzo por privatizar el derecho al uso hasta del agua; este proceso trajo 
altos réditos para las corporaciones y bancos de mayor envergadura que con la 
complicidad de los gobiernos tecnócratas y la presión de los Organismos 
Multilaterales, léase FMI y BM, aumentaron sus fortunas de forma exponencial.  
 
Sin embargo, el proceso de privatización en Nicaragua fue un poco distinto en 
comparación con el resto de Latinoamérica por el contexto revolucionario de los 
años 80, tal y como afirmó Antonio Lacayo en una entrevista hecha por la 
revista Envío en Octubre de 1991 que expresaba:  
 
 La privatización en Nicaragua es consecuencia de un muy particular 
 proceso de estatización de empresas que se dio a lo largo de diez años  y
 medio por la vía de la nacionalización, la confiscación, la expropiación,  la 
 ejecución bancario, la compra de empresas o la inversión directa del Estado en 
 proyectos nuevos, que se desarrollaron entre 1979 e inicios de 1990. Al 25 
 de abril de 1990, el gobierno de doña Violeta de Chamorro decide crear 
 mediante el decreto ley 7-90, del 2 de mayo de 1990, la Junta General de 
 Corporaciones Nacionales del Sector Publico (CORNAP), para administrar 
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 estas empresas y para hacer las recomendaciones a la Presidencia de la 
 República relativas a la privatización de estas empresas. 
 
Para que las empresas pudieran ser privatizadas o “devueltas” al sector 
privado, se creó un procedimiento especifico por parte del Gobierno en 
decretos 11-90 y 23-91 (Envío, 1991) que consistía en el hecho de devolver 
como un acto de justicia por haber sido confiscadas en su momento 
determinado. La otra forma era por medio del arrendamiento cuando la 
empresa aun tenía pocos recursos para mantenerse y sólo necesitaba “un 
empujoncito” para poder salir adelante, pero cuando ya no era viable esto, 
entonces el proceso de liquidación era el tomado.  
 
En Nicaragua, todas estas medidas impuestas por los organismos de ayuda 
enmascarada, a decir el BM, FMI, BID tuvo como consecuencia el 
enriquecimiento de los tecnócratas corruptos de un gobierno que vieron en 
estas medidas una vía para su propio beneficio utilizando (como casi siempre 
se ha utilizado) el Estado botín para la acumulación de capital de sectores 
privilegiados. Muchas de las empresas estatales fueron vendidas sin ningún 
beneficio para el gobierno y para el pueblo nicaragüense.  
 
El gráfico que a continuación se presenta sirve como un elemento conector 
entre la desregulación del Estado y las Privatizaciones de las empresas 
públicas. 
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Gráfico No. 3 
Parangón entre desregulación y privatización 
Fuente: Elaboración Propia 
 
 
Explicación de las categorías “Desregulación y 
privatización” descritas en el Gráfico No. 3 
 
Siguiendo bajo la lógica e imperio del Consenso de Washington, el capital 
privado tiene la posibilidad de mejorar la calidad y eficiencia de las empresas, 
debido a esto es necesario que el Estado permita la privatización de las 
empresas nacionales. Se afirma que deben ser vendidas porque son una carga 
para el Estado y que éste no es administrador de empresas y que en el marco 
del mundo moderno las empresas deben  adquirir un mayor nivel de 
competitividad; si a esto se le agrega que por medio de la desregulación se 
promueve la mejora de la competitividad gracias a una apertura mayor hacia el 
mercado internacional, se observa que la empresa privada se adueña del 
manejo productivo y los bienes adquiridos por dichas empresas serían 
concentrados por individuos específicos.  
 
La actual conexión entre las características 2 y C, demuestran (según los 
autores de este modelo neoliberal) que la función estatal está enfocada a una 
reducción de su intervención para “promover” un desarrollo del ámbito privado 
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y de las corporaciones más eficientes. La competitividad venía de la mano, 
según los contratos de compra-venta, de grandes inversiones de capital para la 
ampliación, abaratamiento, y desarrollo de los servicios de las empresas 
privatizadas y en beneficios de los-as consumidores.  
 
En Nicaragua la oposición política (de los 90) y algunos movimientos sociales 
cuestionaron y enfrentaron los altos precios, la mala calidad de los servicios y 
las empresas privatizadas permitieron que se promovieran acciones políticas 
de una sociedad desmovilizada y agotada por efecto de los conflictos bélicos 
de los últimos 20 años. 
 
 El mercado interno no logró el desarrollo esperado y las ganancias tal como 
fueron proyectadas por las “eficientes corporaciones” no tuvieron el resultado 
esperado de tal manera que no invirtieron ni mejoraron el servicio y sobretodo 
encarecieron el costo de la vida lo cual permitió que los ciudadanos se dieran 
cuenta que las recetas del BM y FMI no trajeron ningún beneficio ni para ellos 
ni para el país. 
 
En el plano jurídico, el Poder Legislativo ha estado sometido permanentemente 
a presiones del lobby de las corporaciones por un lado y de la Sociedad Civil, 
para encontrar las mejores leyes que favorezcan en Derecho el actuar de las 
corporaciones, sus intereses, la protección de sus beneficios, u otros. En tanto 
esto no ha avanzado de la forma debida, la resolución de conflictos se 
judicializa en beneficio de los intereses del capital.  
 
Una consecuencia trascendental que no puede dejar de ser señalado fue el 
despido masivo de trabajadores-as con años de laborar en las empresas del 
Estado y que tenían su futuro laboral más o menos garantizado y los nuevos 
propietarios se encargaron de que se eliminaran los sindicatos y las nuevas 
contrataciones fueron en términos favorables para la capitalización y afán de 
lucro de estas empresas.  
Por esta vía se estimuló la privatización de la limpieza, comedores, y otros 
beneficios sociales de los-as trabajadores-as, así como contrataciones técnicos 
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de profesionales jóvenes con salarios bajos y mucho personal de base o 
altamente calificados en condiciones de subcontratación. 
 
Por otro lado, al eliminar las empresas estatales otorgándoles beneficios a las 
empresas privadas, permite que el servicio de estas sea de mejor calidad y 
puedan competir de manera más eficiente con las demás empresas que están 
inmersas en el mercado internacional. Esto permite que se fortalezcan las 
exportaciones de un país permitiendo que se desarrolle la economía dentro de 
cada empresa privada (3 y B). 
 
Finalmente, se puede vincular el punto 4 con el A, es posible identificar que la 
reducción de la intervención estatal se fundamenta sobre el “argumento” que, 
las empresas estatales son corruptas o permiten la corrupción, esto debido 
entre otros factores a la burocratización de la estructura del mismo y por cuanto 
los salarios de los trabajadores tan bajos determinaban el desarrollo de 
prácticas deshonestas que redundaban en efectos perversos en las empresas, 
las cuales eran irredimibles con esa lógica paternalista de los Estados.  
 
Este punto se puede concatenar con las relaciones que se hicieron 
anteriormente, en las cuales se refleja un intento de deslegitimar, en todas sus 
esferas, las acciones estatales. No era posible estimular y legitimar  la 
privatización sin la destrucción de la imagen de las empresas estatales, para lo 
cual se diseñaron campañas –en los medios de comunicación- y así conseguir 
en encuestas ad hoc, opiniones favorables para la privatización de las 
empresas.  
 
El procedimiento que pareciera parte de un protocolo de intervención para la 
obtención de una opinión favorable a los procesos de privatización implica, la 
contratación de una empresa altamente calificada especialista en asesoría 
pública y de imagen, quienes con su experiencia realizan encuestas dirigidas a 
diversos segmentos de la población, con el fin de conocer el estado de 
situación de estos acerca de la privatización en general y de una empresa X en 
particular. Con estos datos se realizan a través de la estructura mediática 
informaciones diversas para crear un estado de opinión en los sectores de 
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interés, tanto de la opinión pública, como de los tomadores de decisión, así 
como de los creadores de opinión. Se realizan “Publireportajes” tanto 
televisivos como escritos. Se publican resultados de encuestas favorables a los 
procesos de privatización y se imputa a la mayoría de las encuestas la verdad, 
el deseo y la necesidad de realizar las privatizaciones.  
 
En el Consenso de Washington, la desregulación fomenta la mínima 
intervención del Estado, para así aumentar una mayor integración de la 
economía interna con la de los mercados internacionales, lo cual logra impactar 
a tal nivel que las bases económicas de los países latinoamericanos se ven 
destruidas: los pequeños productores, las empresas artesanales, los negocios 
comunales y particularmente a los trabajadores.  
 
Esto es tan cierto, que estos últimos desde hace 20 años viven una situación 
inevitable y que por arte de la globalización (léase en nuestro caso el CW), de 
repente se encuentran que la realidad ha cambiado tanto que son empleados-
as o trabajadores-as con grandes dificultades para organizar un sindicato, con 
grandes temores por defender sus derechos y reivindicaciones y por el 
permanente temor de ser sustituidos laboralmente porque como él hay miles en 
fila en el mercado laboral. Y el Estado no tiene ninguna posibilidad de 
apoyarles y defenderles porque quien regula todo es el Mercado. 
 
En el caso de Nicaragua, al eliminar muchas de las empresas estatales, se da 
lugar a la creación de monopolios en algunos servicios para la población. La 
creación de estas empresas destruye la posibilidad de mantener un tipo de 
igualdad entre las personas, porque el servicio se regia por el hecho del “que 
no paga, no recibe” (siendo aun así una necesidad de primer plano). A 
diferencia de cuando era una empresa estatal que permitía, por medio de 
subsidios y otros mecanismos, crear algún tipo de beneficios para que mayor 
cantidad de nicaragüenses puedan obtener este servicio. 
 
Otro fenómeno que permite, y para el cual se pensó la desregulación, es para 
la apertura del mercado nicaragüense al mercado global, permitiendo la 
inversión directa y la firma de tratados internacionales con mayor facilidad. 
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Se entiende por inversión extranjera directa (IED) como: 
 
La colocación de capitales internacionales en un país extranjero, sea por 
invertir en empresas transnacionales, en empresas de capital privado o de 
capitales asociados a los públicos – nacionales. La inversión de capitales se 
realiza usualmente en países capitalistas (desarrollados) para deslocalizar la 
producción. Por esta razón, la inversión en América latina se centró en Brasil, 
México, Argentina, Chile, y Venezuela, países que recibieron más del 80% de 
la IED de la región. (Gallagher, 2008, p. 8) 
 
En Centroamérica, la inversión extranjera directa aumentó considerablemente a 
partir de los años 90. En esa década, los flujos hacia la mencionada región 
sumaron un promedio anual de 1 mil 333.15 millones  y entre 2000-2004  los 
flujos llegaron a un promedio anual de 2 mil 121.9 millones (Rocha, 2007).  
 
Con relación al Producto Interno Bruto (PIB), la inversión directa alcanzó sus 
mayores niveles en el segundo quinquenio de la década de los 90´s, debido a 
que en ese período ocurrieron la mayoría de las privatizaciones en la región, lo 
que fue aprovechado por las empresas multinacionales y por los grupos 
económicos locales para intervenir en sectores que antes les estaban vedados, 
como son los servicios de primer orden para la sociedad. 
 
La inversión extranjera directa en nuestra región se dirigió principalmente hacia 
los servicios –maquilas, telecomunicaciones, energía eléctrica, etc.- y al 
comercio. Las nuevas tendencias de la inversión extranjera directa han 
consolidado un nuevo patrón de crecimiento en Centroamérica, basado en el 
dinamismo de los servicios y el comercio, lo que a su vez ha acelerado el 
proceso de tercerización, precarización e informalidad del trabajo y de las 
economías de la región. 
 
Otro fenómeno muy importante, permitido por la desregulación de los mercados 
centroamericanos, es la firma de los Tratados Internacionales. A nivel jurídico, 
se llevaron por los canales acertados para su aprobación en las instancias 
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correspondientes, además ratificarlos implica eliminar las trabas al comercio y 
facilitar la circulación transfronteriza de mercancías, con el objetivo de estimular 
la expansión y diversificación del comercio entre las partes y sobretodo de 
promover condiciones de competencia “leal” en las zonas de libre comercio. 
 
Sin embargo, es fundamental tener en cuenta que la realidad dista mucho de 
este supuesto antes mencionado y que la competencia libre no ha sido justa. 
Debido que los mercados de los países llamados periféricos (o 
tercermundistas) no están en iguales condiciones de competir que los países 
del centro (o primermundistas)., los cuales monopolizan los medios de 
producción y las tecnologías. Así, los mercados centroamericanos se reducen a 
proveedores de materias primas, mano de obra barata y productos “exóticos” 
(café, banano, etc.) para abastecer a los países del centro, que mediante la 
tecnificación de estos materiales, las logran industrializar y generar plusvalor. 
 
Los cambios en el ámbito político- económico que se han mencionado 
anteriormente hacen alusión a un proceso amplio y complejo de redefinición de 
la economía capitalista mundial, que requiere de una nueva configuración 
política, por lo cual recurre a las transformaciones del Estado y sus funciones. 
 
Se trata de una configuración de la economía capitalista, lo cual no significa 
que exista una modificación estructural o histórica del capitalismo, sino a un 
proceso de transnacionalización del capital y la definición de una nueva 
decisión internacional del trabajo. Es así como surge un sistema productivo 
mundializado que toma el lugar de los sectores productivos nacionales.  
 
Para entender el trasfondo que existe en la modificación de las relaciones en el 
trabajo, es preciso entender previamente qué funciones del Estado 
nicaragüense han sido transformadas y a este punto, se puede centrar en 
cuatro ejes de análisis propuestos por Grindel que es citado por Sojo, este 
autor mide la capacidad del Estado –como ente regulador- en dependencia a 
su habilidad para establecer y mantener funciones técnicas, administrativas, 
jurídicas  y políticas: 
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Las funciones técnicas están asociadas a la gestión macroeconómica y 
capacidad tecnocrática, jurídica y operativa; las funciones administrativas se 
relacionan con la capacidad de administración y el desempeño efectivo de 
servicios económicos y sociales; las capacidades institucionales aluden a la 
formación de parámetros normativos que regulan las “interacciones 
económicas y políticas” y las capacidades políticas pueden asociarse a lo que 
en otros contextos ha denominado el Banco Mundial (1992) el buen gobierno y 
que se relacionan con las disposiciones para la formación de demandas 
sociales, representación de intereses y resolución de conflictos. (Sojo, 1998. 
Pp. 7 y 8) 
 
Se verá entonces como en las condiciones de adopción del modelo neoliberal 
estas cuatro capacidades del Estado fueron reducidas para implementar una 
nueva dinámica social, en la cual se posiciona al mercado como nuevo ente 
regulador de la sociedad. Es necesario recordar que el contexto en que se 
idearon las reformas al Estado en América Latina (mucho antes que en 
Nicaragua), se estaba consolidando un nuevo modelo económico que 
demandaba ciertas condiciones para garantizar el libre mercado. Así, la 
reducción del aparato estatal fue de vital importancia y el principal blanco de las 
políticas de ajuste y estabilización impuestas por las instituciones financieras 
internacionales. 
 
A pesar que desde 1987, cuando el poder político lo ostentaba la fuerza política 
sandinista, se habían aplicado algunas medidas de estabilización: reduciendo 
el gasto público en algunos ámbitos restringiendo el acceso a crédito elevando 
las tasas de interés, liberalización de todos los precios y salarios, la 
introducción de una política de austeridad, entro otros. Sin embargo, fue en los 
años 90 cuando el gobierno de la Señora Violeta Barrios de Chamorro empezó 
a aplicar las POLITICAS DE AJUSTE Y ESTABILIZACION reales, es decir con 
el apoyo del FMI y el BM. 
 
El primer programa de estabilización fue lanzado en mayo de 1990 y mediante 
este se redujo el gasto público y empleando una política de austeridad. 
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Además se redujo el crédito y se suspendió la Ley de Carrera Administrativa 
(Ley 350), lo cual dio libre paso al despido de trabajadores del sector público. 
 
 La primer consecuencia es que los índices macroeconómicos relacionados al 
desempleos aumentaron en este periodo de tiempo, quedando en el 
desamparo más del 20% de los trabajadores contratados por las entidades 
públicas. Una consecuencia económica es que se propuso que estas personas 
despedidas posteriormente podrían ser sujetos a emprender una micro o 
pequeña empresa y pero no fueron capacitados para ejercer ese rol.  
 
A nivel político-ideológico también trastocó evidentemente muchas esferas de 
pensamiento de estas personas, si lo analizamos con mayor detenimiento, a 
nivel ideológico estas personas ya no creían que el Estado podría ser un 
mecanismo de progreso para la sociedad por haber sido expulsado sin 
mayores razones, así se empieza a atomizar e individualizar los esquemas 
mentales de las unidades sociales, que desde hacía más de dos décadas se 
les venía proponiendo una idea socialista que ponía como paradigma de 
ordenamiento de la sociedad al Estado.  
 
En el plano de lo social, todas las redes sociales creadas en las comunidades, 
barrios y colonias, se empiezan a desestructurar y las puertas de los hogares 
se cierran para los núcleos familiares. A nivel microsocial, en lo único que se 
pensaba era la máxima cualificación a nivel profesional para poder insertarse 
en el campo laboral, dejando a un lado otras actividades promovidas para 
mantener la cohesión social necesaria para poder vivir armónicamente en 
sociedad. 
 
Debido a la gran presión social por parte de los sindicatos, el programa de 
estabilización fue retirado. Sin embargo, en marzo de 1991 (un año después)  
se lanzó un segundo programa de estabilización que contemplaba la 
devaluación del córdoba oro y la drástica reducción del sector público, dicha 
acción implicaba necesariamente el despido sistemático y generalizado de 
trabajadores y trabajadoras formales que recibían absolutamente todos 
derechos que se les confería a nivel jurídico para esa época.  El gasto público 
 83 
corriente (salarios y compra de bienes y servicios) se iba a financiar 
exclusivamente con los ingresos ordinarios del Gobierno, prohibiendo a la vez 
incurrir en cualquier tipo de déficit en relación a este ámbito. 
 
El gasto público en inversiones, se permitió contraer créditos, pero sólo si eran 
financiados por fuentes externas. Además, no se logró expandir los créditos al 
resto de la economía porque estaban basados en las reservas del Banco 
Central. En este sentido, todos los créditos disponibles únicamente eran 
financiados desde el exterior. Es así, que se puede observar que los gastos 
públicos de capital en los que incurrió en gobierno de Chamorro se hicieron en 
la construcción de carreteras, puentes y otras obras públicas, sin embargo 
financiados por donaciones y créditos externos. 
 
Los gastos corrientes, que comenzaron a reducirse durante el gobierno 
Sandinista de los años 80, se redujeron aun más en los años 90. De esta 
manera, los gastos corrientes pasaron de ser 23% del PIB a 45% del PIB entre 
1980 y 1985. Esto se disminuyó a un 27% en 1989 y en 1993 los gastos 
corrientes llegaron nuevamente a representar únicamente el 20% del PIB. 
 
La principal función del gobierno –que tuvo una drástica reducción- fue en los 
gastos para la defensa y seguridad. Asimismo  se redujo drásticamente fue el 
de los servicios generales (costos de funcionamiento y/o gastos operativosde la 
mayoría de los ministerios). Desde esta lógica es evidente que, el Estado, 
además de perder la capacidad política para establecer aduanas y fronteras 
entre el mercado interno y el comercio exterior, ha perdido el “monopolio 
legitimo de la violencia” referida a la capacidad de regular y controlar las 
nuevas guerras del mercado. 
 
Esto que se acaba de afirmar se puede explicar mejor si se entiende que hoy 
en día el mercado es el escenario de la guerra: “la ley del más fuerte”, dirigido 
por el mismo capitalismo y frente el cual el Estado ya no cuenta con suficientes 
instrumentos legítimos para luchar y oponerse a este titán.  
La fatal consecuencia al respecto es que se da una progresiva exclusión del 
Estado, quien además de dejar de ser un referente identitario para el pueblo, 
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deja también de ser el garante de la seguridad ciudadana y de todos los 
derechos conferidos en el ordenamiento jurídico frente al caos que el nuevo 
orden global del mercado ha generado. 
 
 Así, como afirma Boron (1993): 
 
El Estado, despojado de su capacidad política para controlar la violencia social, 
la reduce a la delincuencia, que es sólo la punta del iceberg, con la finalidad de 
–polarizarla-, judicializarla, penalizarla y, en el caso extremo, hacerla objeto de 
lucha antiterrorista. Es precisamente con esas adecuaciones frente al conflicto 
social y las violencias sociales que el mismo Estado se desestataliza. (p. 21) 
 
Un elemento que es importante mencionar  es que el servicio de la deuda 
externa no muestra reducción ya que en el gobierno de Violeta Barrios de 
Chamorro cumplir con este servicio era una condicionante dentro de los 
acuerdos firmados con Organismos Financieros Internacionales. 
 
El debilitamiento de las capacidades estatales generado por las restricciones 
fiscales y la imposibilidad de formación de un nuevo régimen tributario, han 
precipitado en todos los países latinoamericanos (y en especial a Nicaragua) 
una dependencia del endeudamiento externo. Esto plantea problemas serios 
de sostenibilidad financiera en el mediano y largo plazo, generando conflictos 
de distribución dado que buena parte del esfuerzo fiscal se dirige hacia el pago 
de las obligaciones de endeudamiento.  
 
En el siguiente cuadro se pueden observar los cambios que ha habido de la 
década de los 80 a los 90, si bien es cierto los datos llegan hasta 1993, brinda 
al menos una visión más objetiva de lo anteriormente plasmado y sobretodo 
permite conocer la diferencia en la transición de un gobierno de izquierda a uno 
que implementó todas las Políticas de Ajuste Estructural, es decir a uno 
neoliberal. 
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Tabla No. 2 
Gastos del Gobierno por funciones específicas 
  1981 1985 1989 1990 1993 
Servicios 
Sociales 
 10.2 13 7.4 10.1 10.6 
 Educación 4.2 5.7 2.7 5.1 4.4 
 Salud 4.5 4.9 3.9 5 4 
 Vivienda 1 1.9 0 0 0.2 
 Otros 0.5 0.1 0.7 0.1 1.9 
Infraestructura 
y producción 
 7.6 9.6 5 3.3 5.1 
 Actividad 
primaria 
(campo) 
2.1 3.1 1.6 0.6 2.4 
 Industria y 
comercio 
1.8 1.4 0.2 0.1 0.7 
 Construcción 
y transporte 
3.7 4.9 3.1 2.3 1.9 
 Otros 0 0.1 0 0.2 0.1 
Defensa y 
Seguridad 
 7.6 16.1 11.8 12.8 3.8 
Servicios 
Generales 
 4.4 13.3 5.7 5.9 3.3 
Intereses en 
la Deuda 
 3.5 2.7 0 0 3.4 
Fuente: Banco Central de Nicaragua (citado por Trevor Evans, 1995) 
 
Para un análisis más critico de la tabla expuesta, hay que tomar en cuenta (lo 
que ya se dijo en párrafos anteriores) que el PIB per cápita entre los años 1985 
y 1993 se redujo en un 20% por lo cual aunque el porcentaje de lo expuesto en 
la tabla pareciera indicar que muchos gastos volvieron al estado en que se 
encontraban en 1981, esto no es así puesto que la cantidad de recursos se 
disminuye. 
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La disciplina fiscal, una de las medidas aplicadas por el Consenso de 
Washington, se basó en la disminución del gasto público, fundamentalmente en 
las áreas que iban dirigidas a los sectores sociales y al sector primario de 
producción. En la tabla es posible verificar esto: por ejemplo el gasto en 
educación paso de 5.7% en 1985 a 4.4% en 1993, aunque pareciera poca la 
diferencia, al contabilizar esta disminución porcentual en cifras reales, es una 
pérdida muy importante. Es por esta razón que dicha reducción ha causado un 
profundo deterioro en los sistemas de salud, seguridad social, educación, etc.  
 
La reducción en la inversión destinada al sector primario, se realizó para acatar 
las cuotas de producción definidas por la división internacional del trabajo, que 
obligó a las economías periféricas, a especializarse en productos no agrícolas. 
En la tabla vemos también como la inversión primaria disminuyó del 3.1% en 
1985 al 2.4% en 1993.  
 
Las decisiones de disciplina fiscal que se adoptaron produjeron diversas 
consecuencias: en primer lugar (no solamente por interés de mi tema de 
investigación, sino por el nivel de envergadura) es la conducción al desempleo. 
El dinamismo del sector público considera un elemento central en el control del 
desempleo y el subempleo, sin embargo el nuevo modelo económico considera 
el sector público como innecesario e ineficiente, por lo cual se redujo casi a su 
mínima expresión. En Nicaragua, el empleo público pasó de 285 mil empleados 
y empleadas en 1990 a 85 mil en 1998. Esta reducción incrementó al 
subempleo y al desempleo abierto. A la vez, el sector informal aumentó del 
52% en 1985 al 71% en 1989, y progresivamente en los años neoliberales. 
 
Además la reducción del Estado tiene como consecuencias culturales en 
cuanto da paso a la pérdida de la identidad política y a la búsqueda de la 
misma en formas a veces encubiertas de categorías posmodernas como la 
construcción de ciudadanía, obviando muchas veces el papel organizativo del 
pueblo en organizaciones sociales de lucha, de conquista y definición de 
identidades que afirman cultural, social y políticamente el ser de una Nación. La 
transnacionalización del modelo económico implica también la universalización 
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de un estilo de vida que se vende como el más “desarrollado” y el modelo a 
seguir de los países “en vías de desarrollo”. En mi opinión, esta es una carrera 
lineal del progreso en donde los últimos nunca alcanzarán a los primeros por 
que cuando lleguen al nivel de desarrollo deseado, los primeros estarán mucho 
más adelante, si bien es cierto se observa un mínimo progreso, los recursos 
son limitados y la distribución de la riqueza continúa siendo desigual. 
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Vínculo del Consenso de 
Washington con el 
Derecho Laboral 
Nicaragüense 
El Consenso de Washington ha trastocado la vida institucional y social 
nicaragüense  de forma dramática. Las normas y valores que existían antes de 
1990 fueron cambiadas, las empresas tienen propósitos por encima de 
cualquier valor a lo que llaman “competitividad”, “utilidad”, “beneficios 
marginales”, ahorro de costos de transacción”. Sin tomar en cuenta las 
particulares condiciones que tienen o viven sus colaboradores, empleados o 
trabajadores cuya mayoría han sido precarizados y se ven obligados a trabajar 
en condiciones deplorables, de incertidumbre y de inestabilidad.  
 
El mundo del trabajo, se ha visto impactado por los cambios tecnológicos 
también y por la concepción del modelo de Milton Friedman, basado en la 
competitividad y regulado por las leyes del mercado. Lo que los especialista 
locales nunca vieron (o no quisieron ver) es que los ajustes que nos pondrían al 
día con la globalización, colocan el trabajo en un mercado altamente 
competitivo y deshumanizador, ese es el resultado más palpable que se ve en 
Nicaragua cuando se leen trabajos investigativos en donde se informa que 
centenares de miles de nicaragüenses que se fueron a la calle con la única 
esperanza de crear su microempresa, sin un gobierno y/o Estado que les 
protegiera, sin leyes en las cuales pudieses refugiarse, sin dinero para 
enfrentar la cotidianeidad y sin un recurso más que su fuerza de trabajo y 
voluntad para vivir.  
 
Capítulo III 
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Por esa razón fueron fácil presa de algunas empresas que se dieron cuenta del 
alto valor económico de la contratación temporal, de trabajadores-as altamente 
calificados que en un primer momento prefieren trabajo precario, frente a la 
informalidad laboral de la cual no tenían ni idea porque los últimos diez años en 
Nicaragua, de forma correcta o no, había casi pleno empleo.   
 
La reducción de costos, el incremento de la liquidez, la generación del valor 
agregado son herramientas importantes para la ventaja competitiva de 
empresas que por dictados del Consenso de Washington, operan sin ningún 
obstáculo, sin ninguna intervención o fiscalización, sin responsabilidad en un 
libre mercado en donde la política económica de corte liberal se lo permite 
mediante la promulgación de leyes a su favor.  
 
El “modelo de desarrollo” inspirado en la competitividad y regulado por el 
mercado friedmaniano, el uso de tecnologías de información, los Tratados de 
Libre Comercio como compromisos políticos sin cláusulas laborales elaboradas 
de forma consensuada sino que de forma precipitada  y cómplice de los 
intereses del capital, han causado impactos profundos en el mundo laboral que 
tiene a los trabajadores-as nicaragüenses, en la actualidad están casi en una  
indefensión jurídica y social. Primero porque gran parte del empleo es empleo 
precario, régimen de zonas francas; segundo por la destrucción de los 
sindicatos que incluso ha favorecido la tercerización; tercero porque el 
neoliberalismo ha fomentado como política de compensación social la 
generación de autoempleo a través de las micro empresas impulsadas por los 
microcréditos, fortaleciendo la informalidad laboral. 
 
Todo esto que aparece como un sistema, tuvo por resultado una suerte de 
desarticulación de todo el potencial organizativo y fortaleza del movimiento 
sindical y agrupaciones de trabajadores que ejercía cierta influencia en sus 
centros de trabajos. 
 
Esta dualidad se reflejará por medio de algunos datos proporcionados por el 
FIDEG, 2009 –que vale decir que no son datos oficiales- pero sirven como 
elementos comparativos con los datos del INEC y del Banco Central (fuente del 
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INIDE), 2010 –que son considerados los datos oficiales  (y más actualizados) 
dado que no existe aun ningún organismo que elabore instrumento 
especializado en materia laboral que reflejen datos específicos para nuestro 
interés.  
 
Empecemos observando el nivel de pobreza que existe en Nicaragua con el 
propósito de estar plenamente consciente de la realidad socio-económica a la 
que nos estamos refiriendo, la mitad de la población nicaragüense es 
considerada como pobre y el 17% para el 2005 estaban dentro de la categoría 
de los pobres extremos, es decir las personas que viven con menos de un dólar 
al día según el método de la línea de base, el cual establece que después de 
una cierta cantidad de dinero que tiene la familia pasan de una categoría a 
otra.  
 
Tabla No. 3 
Niveles de Pobreza 
Año No pobres Pobres 
Generales 
Total Pobres 
Extremos 
1998 52.1 47.9 100.0 17.3 
2005 51.7 48.3 100.1 17.2 
Fuente: INEC, 2005 (Citado por Gamboa, 2005) 
 
En relación con el mercado laboral, el promedio de horas trabajadas a la 
semana en el 2007 fue de 47.3, en el 2008 de 46 y en el 2009 de 48 horas, 
recordemos que según la legislación laboral nicaragüense la jornada laboral a 
la semana debe ser de 48 horas distribuidas en los 7 días.  
 
El promedio de ingresos mensuales anduvo entre los 2,800 córdobas a los 
3,600 para el año 2009, siguiendo un porcentaje relativo al salario mínimo 
establecido por ley. Pero lo interesante en el gráfico es que la tasa de 
informalidad laboral se mantuvo alrededor de un 35%, siendo esté un poco más 
del empleo total en Nicaragua. Esto es un reflejo del impacto de las políticas 
implementadas por el Consenso de Washington. 
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Tabla No. 4 
Indicadores del Mercado Laboral 
Indicadores 2007 2008 2009 2010 
Promedio de 
horas 
trabajadas a la 
semana 
47.3 46.0 48.0 N.D 
Promedio de 
ingresos 
mensuales (en 
córdobas) 
2,876.0 3,497.2 3,665.2 N.D 
Tasa de 
informalidad 
35.7% 36.5% 35.1% N.D 
Empleo Urbano 57.8% 58.0% 57.7% 60.9% 
Fuente: INIDE, 2010 (Tomado de BCN, 2010) 
 
En el cuadro que a continuación se presenta, se establece –entre los años 
2007 y 2009- una relación inversamente proporcional con el aumento del 
cuentapropismo, con la disminución de los patronos. Vale recordar que las 
personas que trabajan por cuenta propia están definidos como:  
 
productores y trabajadores al mismo tiempo, responsables directamente con la 
actividad económica que desempeñan. A manera de ejemplo son los 
campesinos, artesanos, pescadores, o comerciantes, son trabajadores porque 
en ellos recae la actividad laboral. Para el pensamiento liberal a estos se les 
llama microempresarios… (Núñez, 2010. P. 24)  
 
Estos trabajadores responsables por su propia actividad laboral, deben de 
competir -según el neoliberalismo- con los otros microempresarios para poder 
mantenerse en el mercado, sino les tocará asociarse con otros tal como lo 
hacen las grandes empresas.  
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Tabla No. 5 
Distribución Ocupacional (miles) 
Ocupaciones 2007 2008 2009 
Total 2,138.5 2,185.4 2,096.5 
Cuenta Propia 705.6 725.9 747.3 
Patrono 90.9 88.9 84.5 
Asalariado 1,048 1,096.6 1,058.3 
Miembro de 
cooperativa 
1.3 1.1 2.6 
Trabajo sin pago 256.5 255.7 203.2 
Otros (ocupados 
sin calificación) 
0.1 0.1 0.6 
Fuente: INIDE, 2010 (Tomado del BCN, 2010) 
 
La relación que existe entre el empleador y el trabajador generalmente es 
expresada con un contrato previamente establecido, es importante saber con 
quién celebró el contrato porque permite saber el nivel de flexibilización del 
trabajo asalariado. Casi la totalidad se hacen directamente con el empleador, 
pero un 7% lo hace con algún subcontratista que es parte de la empresa que 
trabaja, y también hay un 0.9% que utiliza una agencia de empleo. 
 
 Pero aquí cabe decir que contratar directamente con el empleador no es una 
fuente única de flexibilización laboral existen otras como la duración en el 
contrato que a continuación se detalla.  
 
Tabla No. 6 
Con quien hizo contrato (porcentaje) 
Con quién hizo contrato Total 
Directamente con el empleador 91.8 
Subcontratista de la empresa en la que 
trabaja 
7.0 
Agencia de empleo 0.9 
Otro tipo de intermediario 0.2 
Total 100 
Fuente: FIDEG, 2005 (tomado de Gamboa, 2007) 
 
Parte de la flexibilización laboral está no solo el espacio físico que deben 
(deberían) de tener los-as trabajadores-as, sino que un punto importante es la 
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duración que se mantienen en sus puestos y/o centros de trabajos. Se presenta 
una tabla en donde se detalla a nivel rural y urbano el porcentaje de duración 
del contrato de trabajo. Es de esta manera que un 77.1% del total de los 
trabajos que realizan los-as trabajadores-as son por tiempo indefinido, en el 
área urbana alcanza casi hasta el 81.6 y en el área rural un 71.7%. Las cifras 
empiezan a llamar la atención cunado un 14.2% de los contratos son por una 
temporada, aquí los trabajos en las zonas rurales son los más afectados al 
tener un 19.8% de trabajo que generalmente son contratados para el corte de 
la cosecha o el siembro.  
 
El 8.6% en las zonas urbanas son contratados “lo que dura la obra, proyecto o 
actividad”, aquí nos situamos muchos jóvenes, que tenemos un cierto grado de 
cualificación, que distintas ONG´s y otras instituciones nos contratan para 
realizar una parte del proyecto, valorando nuestro trabajo como un “Servicio 
Profesional” y no teniendo la oportunidad de tener mayor experiencia en dichas 
instituciones. 
 
Las zonas rurales según esta tabla son las más perjudicada por la forma y la 
dinámica con la cual se interactúa, a nivel laboral, en el campo. Sin embargo, a 
nivel urbano también existe casi un 20% en las zonas urbanas donde al 
trabajador-a no se le contrata por tiempo indefinido, poniendo al trabajador en 
una condición de mayor subordinación respecto al empleador, dado que pone 
al trabajador en una condición de inestabilidad laboral.  
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Tabla No. 7 
Duración del Contrato por área geográfica (porcentaje) 
Duración del 
Contrato 
Urbano Rural Total 
Tiempo Indefinido 81.6 71.7 77.1 
Una temporada 9.6 19.8 14.2 
Lo que dura la 
obra, proyecto o 
actividad 
8.6 7.7 8.2 
Menos de tres 
meses por contrato 
o por acuerdo 
0.2 0.8 0.5 
total 100 100 100 
Fuente: FIDEG, 2005 (tomado de Gamboa, 2007) 
 
En relación a la duración o actividad que se desarrolla en el empleo 
aproximadamente tercera parte del total de trabajadores tienen de 4 a más 
años, el resto, más de la mitad de la población económicamente activa, que 
logra ser contratada, sus trabajos no van a superar los 3 años desarrollando la 
misma actividad laboral. 
 
Tabla No. 8 
Duración en el empleo o actividad (porcentaje) 
Duración del empleo Total 
De 1 a 3 meses 9.1 
De 4 a 12 meses 18.2 
De 1 a 3 años 30.5 
De 4 años a más 42.3 
Total 100 
Fuente: FIDEG, 2005 (Tomado de Gamboa, 2007) 
 
Después de la eliminación masiva de sindicatos en muchas empresas, 
universidades e instituciones en los años 90 y parte del primer quinquenio del 
los años 2000, el Gobierno del Frente Sandinista ha hecho un intento de 
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reivindicar este Derecho a los trabajadores que afortunadamente aun 
conservan un empleo estable.  
 
Así, para los primeros tres años de gobierno del Presidente Ortega se habían 
anexado al Ministerio del Trabajo un total de 497 sindicatos con personería 
jurídica a nivel nacional. Esto si bien es cierto es un logro alcanzado hasta la 
fecha, aun no logra compensar toda la eliminación de sindicatos en las dos 
décadas anteriores, existen todavía muchas –la gran mayoría- empresas y 
universidades sobretodo donde la libertad de sindicatos no es una alternativa 
de primera mano que tienen los trabajadores para sentirse representados por 
ellos mismos dentro de su centro de trabajo.  
 
Tabla No. 9 
Sindicatos Inscritos 
2006 2007 2008 
105 200 192 
Fuente: Informe de Gestión 2008, MITRAB 
 
Estos indicadores que se han presentado en varias ocasiones son datos que se 
cruzan, con esto se quiere decir que existen trabajadores que son parte del 7% que 
son contratados por subcontratistas, del 14% que trabajan por una temporada, del 
18% que tienen empleo de 4 a 12 meses y peor aun que están dentro del los 48.3% 
de los pobres generales del país. Estas personas son las más afectadas por los 
cambios que ha sufrido el mundo del trabajo y en nuestro país expresado en los 
cambios del Estado. Los datos hasta aquí presentados, parecieran una suerte de 
reinvidicación y progreso para los trabajadores en general, sin embargo es preciso 
decir que sólo se toma a una población aproximada del 36.5%, que son los sujetos 
que tienen un trabajo formal. En la tabla No. 10 se detalla que un 63.5% de los 
trabajadores están en el sector informal.  
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Tabla No. 10 
Estructura de la población económicamente activa ocupada por sector económico 
informal y horas trabajadas por semana, según rama de actividad económica, sexo y 
área de residencia 
 
Fuente: INIDE, 2008 
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Consecuencias en el trabajo y el Derecho 
Laboral 
 
En América Latina y sobretodo en Nicaragua la Transformación del Estado y 
particularmente la modificación del mundo del trabajo en lo que respecta a las 
relaciones laborales ha producido un:  
 
 aumento de la desocupación abierta y prolongada de extensos sectores 
 de la población, el explosivo aumento del sector informal, en similar 
 situación de desprotección social, el subempleo de trabajo temporal, 
 eventual, a tiempo parcial, a domicilio y su devastador efecto en los 
 jóvenes y mujeres (Gamboa et al. 2007. Pp.11) 
 
Desde hace más de un siglo de lucha obrera que se viene intentando proteger 
de una manera consciente, determinante y fuerte de los derechos y garantías 
que a nivel mundial se han ido reivindicando por diferentes manifestaciones 
sociales. Sin embargo, junto al proceso de desideologización y la 
transformación del sistema socioeconómico, el Trabajo como categoría de 
estudio se debe de estudiar desde una lógica distinta y con conceptos distintos. 
 
De esta manera, el concepto de “trabajo regulado” establecido en el Código del 
Trabajo muestra una clara contradicción con el trabajo que la mayoría de 
nicaragüenses y centroamericanos desempeñan en el día a día. Con el sistema 
del trabajo flexible y tercerizado, cada vez más el trabajo es similar al de hace 
dos siglos en el área rural nicaragüense, cuando los campesinos no tenían 
salarios fijos, ni prestaciones sociales, sin contratos y sobretodo con trabajos 
estacionales.  
 
A pesar que existe una normativa jurídica laboral importante y consolidada, los 
ESAF afectaron al Trabajo al minimizar el trabajo formal (y del Estado también) 
porque se concebía como una forma de estancamiento de la economía y era 
necesario contratar a las personas únicamente cuando fueren imprescindibles. 
De esta manera, el desempleo fue del 13.5% en el año 1998 (Gamboa, 2007), 
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aunque en el primer quinquenio del siglo XXI disminuyó el desempleo a un 7% 
aproximadamente, en definitiva que el subempleo, o mejor dicho el empleo 
precario tuvo un aumento desmesurado. 
 
A nivel de privatización de empresas públicas, que como ya se vio 
anteriormente, fueron un pilar importante del Consenso de Washington, en la 
siguiente tabla se puede observar la cantidad de empresas que fueron 
privatizadas en la siguiente tabla: 
 
Tabla No. 11 
Privatización de empresas Públicas  
 1990 1993 1998 
Empresas 
Públicas 
438 149 8 
Empresas 
Privatizadas 
289 141  
Fuente: Elaboración propia, a partir de Envío, 2010 que cita a CORNAP 
 
Esto repercutió en el despido masivo de miles de trabajadores y obreros 
“rojinegros” que para los nuevos empresarios privados tenían un carácter 
conflictivo y sobretodo de retraso económico porque estos obreros llegaban a 
considerar esas empresas como el medio que les daría la independencia 
económica, sin embargo desde la lógica empresarial, no serían más que 
colaboradores para la generación del capital.  
 
Para que el parangón entre la privatización de las empresas públicas y el 
desempleo de los trabajadores tenga una clara conexión, a continuación 
presento una tabla que indica la cantidad de desempleo que ha habido desde 
1989 al 2006, enfatizando en los años 1990, 1993 y 1998 que son los datos 
presentados de las empresas privatizadas.  
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Tabla No. 12 
Tasa de Desempleo 
Fuente: BCN e INEC (encuesta de hogares), citado por “FUNIDES”. Mayo 2007 
 
Estos porcentajes expresados en la tabla no. 12 evidentemente no tienen una 
consecuencia unicausal, a decir, la privatización de las empresas públicas, sino 
se debe a factores diversos. Pero en definitiva que si la privatización tiene un 
peso importante en la medida que estas empresas del Estado contrataban a 
centenares de trabajadores-as con todas las prestaciones sociales debidas y 
reguladas en la norma jurídica.  
 
No es casualidad que en el año 1993, la tasa de desempleo tenga su pico más 
alto, y que en ese año se hayan privatizado casi 150 empresas, más de las que 
ya se habían privatizado en el año 1990. Existe un vínculo en la medida que los 
planes de reconversión nacional, que fue una forma sutil de despido masivo de 
trabajadores-as con empleos formales, estables y con las garantías y 
prestaciones sociales.  
 
A continuación se presenta un gráfico donde se puede observar las 
características más antagónicas que se ha logrado percibir en los postulados y 
planteamientos desde la protección del trabajador por parte del Derecho y 
todos sus tentáculos que permiten mantener mínimamente un andamiaje que 
surte algún efecto y por otro lado, la lógica que desde el capital privado y 
sobretodo desde los postulados que hace el Consenso de Washington para 
poder manejar de manera más eficaz y –bajo la lógica de la competitividad- el 
capital privado. 
 
 
 
 
 
1989 1990 1993 1998 
8.4% 15.3% 17.8% 13.2% 
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Gráfico No. 4 
Expresiones contrapuestas del ideario laboral actual 
 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
 
Tercerización Laboral 
 
También conocido por un sector de la doctrina como “desconcentración 
productiva o funcional (Outsourcing) o bien como subcontratación” Al querer 
insertarnos en un mercado laboral globalizado y altamente competitivo, donde 
existe una economía tan reducida como la nicaragüense, y sobretodo donde no 
tenemos un sector industrial y terciario desarrollado, provoca que, se trastoque 
el sistema laboral que previamente se produce una suerte de Evidentemente al 
trastocar el sistema laboral que anteriormente estaba establecido 
 
Algunos autores se limitan a conceptualizarla a partir de la relación laboral 
existente, es decir la sustitución de un contrato laboral por uno civil o peor aun 
uno mercantil. Esto es un retroceso en el Derecho, en la justicia y casi hasta de 
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la Historia, porque si comparamos lo que en 1919 se decía en la OIT en cuanto 
a la protección del derecho al trabajador  
 
Es tan inhumana esta situación, o para no ser tan exagerado, tan irregular, que 
hay expresiones de subcontratación en la cual los-as trabajadores-as ni 
siquiera conocen para quien trabaja, así como también desconocen sus 
derechos laborales. La legislación vigente presenta vacíos que afectan la 
defensa de los derechos de los trabajadores, ventaja que aprovechan los 
contratadores-as de servicios para precarizar y explotar cada día más a los 
trabajadores.  
 
Podríamos decir que la tercerización es la forma organizativa que adoptan de 
manera generalizada las empresas a gran escala. Esto es reflejo de uno de los 
nuevos ideales de las empresas que es tener actividad (incluso intensa) pero 
no trabajadores propios, que son empleados-as de una entidad contratada, la 
cual tiene un régimen de subcontratación que pone en precario (por el nivel de 
rotación, salarios y falta de organización sindical) a los que tienen la suerte de 
trabajar.  
 
Un elemento que caracteriza esta forma de empleo es la alta rotación de los-as 
trabajadores-as y otra es que los-as trabajadores-as no tienen ninguna forma 
de representación de quien los contrata y menos aun frente a la administración 
de la empresa donde ejercen su oficio o actividad laboral.  
 
Más aún, el régimen de contratación es tan arbitrario que si hubiese, puede ser 
de quince días, o veinte e incluso de un día con el fin de que no haya ningún 
vinculo con la empresa y el trabajador que pueda generar derechos vinculantes 
entre el trabajador y el que le da trabajo. En otras ocasiones, los contratos a los 
que se ven sujeto los-as trabajadores-as en esos pseudoempleos son de 
adhesión, lo que significa que están predeterminado por el-la empleador-a y el 
trabajador-a únicamente lo acepta o lo rechaza, sin la posibilidad de ser parte 
activa en la elaboración del documento.  
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Esto es un verdadero retroceso y en definitiva no se corresponde a la realidad 
jurídica que previamente se ha analizado, en el sentido que el pleno empleo, la 
libre contratación, el derecho a organización sindical y otros derechos 
(nacionales e internacionales) se ven coartados por este tipo de contratación.  
 
La tercerización es una de las modalidades de contratación que afecta más a la 
estabilidad laboral, porque además de esto muchos-as empleadores-as 
contratan por un corto plazo para no pagar las prestaciones, y lo más 
interesante del asunto pero no por eso menos preocupante, es que este tipo de 
contratación está presente hasta en los trabajadores altanamente calificados, 
tanto en empresas privadas, ONG´s y hasta en el Estado. Un ejemplo de esto 
son las contrataciones que hacen los Organismos No Gubernamentales al 
contratar a profesionales (master y hasta doctores) para la elaboración de 
consultorías por tres meses, un mes, una semana y en casos extremos, por un 
día, donde casi siempre son trabajos firmados por medio de telecontratos10 y 
con honorarios por servicios profesionales.  
 
Flexibilización Laboral 
 
Partamos que la flexibilización en Nicaragua tal como se entiende hoy en día, 
surge en los 90 por la reducción a su mínima expresión del Estado y sobretodo 
por la aplicación de medidas del Consenso de Washington relacionadas con las 
inversiones extranjeras directas y las privatizaciones de las empresas públicas 
y en un contexto de salarios deprimidos, conocidas en nuestro medios como 
medidas de ajuste estructural (ESAF).  
 
Definiendo el término: La flexibilización laboral implica un cambio en la forma 
de gestionar los recursos humanos y en la relación entre trabajadores y 
empleadores (Hernández, 2005). El empeoramiento de las condiciones del 
empleo, la desocupación y semi ocupación del trabajo (eventual, parcial, etc.) 
                                            
10
 Telecontratos: es un tipo de contratación en donde los trabajadores prestan sus servicios 
preferentemente fuera del lugar de la empresa o sitio donde trabaje, utilizando los medios 
informáticos para la realización del trabajo 
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en suma la flexibilización se convierte y es una estrategia de abaratamiento del 
costo salarial.  
 
La flexibilización se da en el marco de la precarización del trabajo, que 
anteriormente se ha analizado, y sobretodo ha tenido un impacto directo en la 
relación del empleador con el empleado. La flexibilización esta relacionada con 
el cambio de lugares de trabajo, el trabajo obligado en las calles como el hecho 
de vender productos o realizar actividades no en los lugares institucionalizados 
por una empresa contratante, sino trabajo domicilar o en algún puesto.  
 
También se relaciona con una diversidad de jornadas laborales y contratos, en 
las cuales los-as trabajadores-as son completamente subordinados a lo que 
los-as empleadores-as ordenen, así una jornada puede ser a tiempo parcial, 
completo o alterna, en dependencia de lo que “la empresa o patrón” necesiten, 
en lo que respecta a los contratos laborales, pueden ser a plazo fijo, 
temporales, a honorarios (servicios profesionales por ejemplo) y eventuales 
(FIDEG, 2005), muchas veces esta flexibilidad en la contratación contraviene 
con el Derecho Laboral, porque se flexibiliza tanto que se da un proceso de 
rotación muy acelerado ocasionando el cambio masivo de trabajadores-as, de 
esta manera el empleador se evita el pago de las prestaciones sociales 
definidas por ley.  
 
Existen otros elementos que caracterizan a la flexibilización, pero me quedaré 
únicamente con los tres anteriores y la diversidad del sistema de control 
aplicados al trabajo, es decir lo relativo a los mecanismos coercitivos y las 
motivaciones laborales que son asignadas por los empleadores-as, desde el 
jefe inmediato, hasta sistemas de premios y castigos para el eficiente ejercicio 
laboral de los trabajadores, ocurriendo de esta manera que el trabajador 
relacione esto con la sustitución de derechos como el de las horas extras por 
ejemplo.  
 
En definitiva que las relaciones laborales fueron trastocadas por el intento de 
insertarnos en el mundo globalizado, pero sobretodo por coexistir con un 
sistema lánguido en el cual veníamos funcionando, por tal razón la reducción 
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del trabajo estable y los demás derechos de los trabajadores dejó de ser una 
cotidianidad para las personas económicamente activas. 
 
Algunos autores han estudiado los aspectos positivos que ha tenido la 
flexibilización, y versan en que puede ser una forma de paliar el desempleo, 
aumentar los niveles de competitividad empresarial y aumentar la capacidad de 
adaptación a las cambiantes condiciones y realidades del entorno en que se 
manejan las empresas, además que como reduce el costo laboral puede, por lo 
tanto, contribuir en aumentar el empleo a mayor cantidad de persona, sin 
embargo puede afectar –y afecta- la estabilidad laboral y en consecuencia la 
productividad en una empresa.  
 
Para esto, se hace necesario que se hagan reformas en distintas áreas –como 
la jurídica por ejemplo- para transformar elementos constitutivos del Derecho 
Laboral como la estabilidad en el trabajo, específicamente la derogación de 
leyes que sean favorables a los derechos de estabilidad en el trabajo y el 
salario, la promoción legal de la competitividad y el quebrantamiento de los 
movimientos obreros que son los primeros en promocionar la estabilidad. 
Hernández (2005) reconoce que la flexibilización laboral es una forma de 
precariedad del empleo, en los ingresos y en las condiciones del trabajo, 
agregando evidentemente la perdida del Derecho a la Seguridad Social y otros 
Derechos inherentes a los-as trabajadores-as establecidos previamente por la 
norma.  
 
Nicaragua en los años 90, empezó a experimentar cambios importantes que 
han sido producto de las medidas del Consenso de Washington que se 
explicaron anteriormente, y una de las primeras manifestaciones se dio en el 
año 1994 cuando se presentaron algunas reformas a la normativa laboral que 
debilitaron las acciones del Ministerio del Trabajo y los sindicatos en la solución 
de conflictos, antes de la reforma el MITRAB podía resolver casos que eran de 
obligatorio cumplimiento (que no fueran mayores de 5,000 córdobas), sin tener 
que pasar por la vía jurisdiccional de lo laboral, con esa reforma el MITRAB se 
le niega la posibilidad de ser una institución que logre resolver verdaderamente 
las necesidades de los trabajadores y se los deja a juzgados que actualmente 
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presentan serias dificultades ya que no hay -por diferentes razones: 
económicas, políticas- juzgados laborales en todos los departamentos del país.  
 
En el año 1996, se aprueba el Código Laboral de Nicaragua, con muchos 
beneficios para los trabajadores,  incluso se habló que era el Código que más 
beneficiaba a los-as trabajadores-as en la región centroamericana, la dificultad 
estaría en la aplicación de esa normativa. Pero también para las empresas 
privadas les beneficiaba, como poder suspender labores por razones técnicas o 
económicas, por falta de materia prima, entre otros aspectos importantes que 
determinan la nueva forma de contratación es la capacidad que adquirieron las 
empresas para la contratación determinada sin tiempo definido (mínimos, 
máximos). 
 
El problema de la aplicabilidad del Código de 1996 a pesar de los beneficios 
laborales, fue el debilitamiento institucional de los órganos protectores de los-
as trabajadores-as, una estrategia del sistema neoliberal para declarar 
incompetentes a los Estados y facilitarle todas las posibilidades para operar y 
funcionar a las empresas privadas.  
 
Considero importante afirmar que, desde el 2005-2006 se ha empezado a 
hacer un esfuerzo por revertir algunos debilitamientos institucionales que 
presentan los órganos competentes. Así, el MITRAB aumentó –en este tiempo- 
la Inspectoría Laboral para fiscalizar a las empresas  en sus actuaciones con 
los-as trabajadores-as y también creó un Centro de Capacitación Técnica para 
que los-as trabajadores-as logren insertarse en el mercado laboral, este 
programa (auspiciado también por la cooperación internacional, española 
principalmente), se le denominó Programa Regional de Ocupación e Inserción 
Laboral, además que se abrió una oficina de igualdad y no discriminación para 
fortalecer el trabajo de las mujeres, para que no sean el punto blanco de las 
grandes violaciones de los derechos laborales y humanos que a diario vivían (y 
siguen viviendo) muchas mujeres en nuestro país.  
 
Entre 1994 y 2005 las condiciones en el trabajo arrojaron unas cifras realmente 
sorprendentes que se les atribuyen directamente al sistema neoliberal 
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implicado de por medio el Consenso de Washington. Así, datos del INSS dicen 
que en este período las enfermedades y accidentes laborales se han 
cuadriplicado, de 4,452 a 17,026 (Gamboa, 2007), recordar es importante que 
existe un subregistro de muchos casos que pasan desapercibidos por los 
órganos competentes.  
 
Otro elemento también importante es que con la apertura de la Inversión 
Extranjera Directa y la explosión de las Zonas Francas y particularmente en las 
maquilas textileras, a partir de la década de las 90, muchos investigadores 
interesados en el tema, han observado que las condiciones físicas de los 
espacios son inadecuadas por falta de ventilación, iluminación y excesivo ruido, 
que ponen en riesgo la vida y la salud de las y los trabajadores de ese sector, 
que, por las grandes crisis en el sector trabajo y por la disminución de la oferta 
del mercado laboral, una gran cantidad de trabajadores-as se encuentran 
inmersos dentro de ese régimen.  
 
Pero estos esfuerzos tampoco han sido suficientes para resolver las grandes 
contradicciones del capital y el trabajo para crear marcos de igualdad, respeto, 
progreso social y sobretodo cumplimiento de la norma. Esto puede verse 
reflejado en distintas encuestas y estudios que se han hecho en torno al tema, 
y sobretodo en índices específicos como la cantidad de asegurados que hay en 
el Instituto Nicaragüense de Seguridad Social, que “para el 2005 había un 7,5% 
de trabajadores cotizando en el INSS y con pleno empleo” (Gamboa, 2007), 
pero también con estadísticas sobre el empleo informal y de los salarios 
mínimos. 
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Ejemplificación Casuística11 
 
Primer caso. Subcontratación 
 
En el párrafo precedente se menciona que el ideal de la empresa es tener 
mucha actividad sin trabajadores propios, se intentará describir de forma 
sucinta esta realidad a partir de observaciones participantes y entrevistas 
realizadas.  
 
Una empresa embotelladora que funciona en Nicaragua, en los años 80´s tenía 
cerca de 3000 trabajadores en planilla. A partir de los años 90´s y como 
resultado de modificaciones económicas a lo interno de la empresa, se 
iniciaron cambios en el esquema organizativo-productivo y de distribución. En 
el momento actual esta empresa cuenta con aproximadamente 500  
trabajadores. 
 
Los trabajadores que eran empleados de la empresa embotelladora, ejercían 
roles específicos en cada una de las actividades que desempeñaban. Por tanto 
su empleo estaba justificado por las necesidades de mano de obra de la 
misma. Tenían salarios acorde a su desempeño, con una gran cantidad de 
beneficios, sus derechos protegidos (sindicatos, seguridad social, 
bonificaciones económicas, entre otros), incluso había centro de desarrollo 
infantil para las trabajadoras (CDI), transporte de personal, etc.  
 
Era un gran prestigio ser miembro del personal de esa empresa, hasta 
competían con los empleados de otras empresas semejantes, se sentían 
identificados con la marca, el giro de la empresa y su influencia en el país.  
 
                                            
11  Los ejemplos casuístico fueron el resultado de un proceso de entrevistas realizado a 
diferentes trabajadores y estudiosos, que por motivos éticos no pueden ser identificados, ni 
mucho menos las empresas de las cuales sirvieron para el ejercicio.  
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Los años 90 cambiaron radicalmente la situación. La empresa cambió de 
dueños y la primera medida fue la racionalización de los recursos humanos, 
esto quiere decir en buen nicaragüense: “despido masivo de personal” debido a 
la necesaria búsqueda de la competitividad, en nombre de ésta y amparado en 
uno de los mandamientos del Consenso de Washington, se produjo casi sin 
traumas sociales el aumento del índice del desempleo. La empresa en 
referencia, lo que estaba eliminando eran dos elementos importantes: en 
primer lugar utilizar la coyuntura para descabezar la dirigencia sindical y la 
influencia “negativa” de esa fuerza social organizada dentro de la empresa y en 
segundo lugar, los costos sociales de trabajadores institucionalizados en el 
seno de la empresa con el consecuente perjuicio económico para la misma. 
 
La empresa debía de seguir funcionando y las recetas ya habían sido 
facilitadas, la subcontratación emergió como una de las buenas soluciones 
para tener trabajadores de calidad, eficientes, productivos, competentes y sin 
ninguna responsabilidad para con ellos. Se contrató servicios de limpieza, de 
seguridad y vigilancia, de distribución, de consultorías informáticas, de 
despachos de auditorias externas, entre otros. Produciendo de esta manera 
una empresa casi “light” desde el punto de vista sindical y social, pero 
sobretodo para rentabilizar y elevar las utilidades de la empresa. 
 
La subcontratación (tercerización) es una forma encubierta de una mayor 
explotación de la fuerza de trabajo, que tiene existencia porque el modelo 
económico nicaragüense no ha encontrado la mejor forma de potencializar sus 
recursos, generar empleos de calidad y que por esa vía se responsabilicen los 
empresarios y/o inversionistas.  
 
Es una manera de paliar el desempleo, por tanto alguna virtud podría 
atribuírsele, el gran problema es que se usa como un recurso perverso para 
explotar en el tiempo las carencias de los trabajadores, porque un trabajador 
que no logra ser asegurado cotizante de la seguridad social es vulnerable a los 
riesgos de trabajo, es vulnerable a las enfermedades profesionales y porque al 
final de su vida laboral no tiene derecho a pensión de jubilación y las 
subcontrataciones de esta naturaleza, por sus formas no garantizan con 
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empleos estables que permita que el trabajador llegue, al final de su carrera 
laboral, a cumplir con el mínimo de cotizaciones establecidas en la ley de 
Seguridad Social para acceder al derecho de la pensión de jubilación. Recordar 
que para acceder a ese Derecho, según la Ley de Seguridad, se requiere de 
750 semanas cotizadas para alcanzar ese Beneficio.  
 
Esto en perspectiva es peor, si se considera que la reforma esperada del 
sistema de seguridad social prevé duplicar el número de semanas cotizantes 
que pasaría de 750 a 1500 semanas. Si hoy en día, decenas de miles de 
obreros y trabajadores no han logrado la pensión mínima porque ni siquiera 
han cotizado 300 semanas, ya se puede pronosticar que pasará cuando los 
que hoy tengan menos de 40 años, lleguen a 65 años, y su vida laboral haya 
transcurrido de contratación en contratación mensual (o trimestral) o empleo 
irregular. ¿Cómo haremos para vivir la vejez con dignidad?, esto es solo uno de 
los efectos de la subcontratación, modelo de eficiencia de la empresa 
neoliberal. Esto si lo vemos desde el Seguro Social, pero algunas de las 
empresas que venden el servicio a esta empresa, lo brindan sin tener en 
planilla a trabajadores que brindan el servicio, por ejemplo los ayudantes de 
camión, los lavadores de botellas, los cargadores, incluso auxiliares de 
contabilidad o capacitadores que son requeridos para el cumplimiento de 
trabajos que consideran necesarios pero de alto costo para las modernas 
empresas competitivas. 
 
Continuando con el ejemplo, esta empresa era de Capital nicaragüense, fue 
vendida a una transnacional, que a su vez representa intereses corporativos y 
subcontrata a empleados de una empresa contratista que emplea de forma 
temporal, irregular y en precario a trabajadores por tiempos cortos, mas aún 
para invisibilizar aun mas a los trabajadores, contratan a varias contratistas 
para diversas actividades, esto hace que los trabajadores no tengan mas 
referencia que un trabajo precario en condiciones de agravio jurídico y social, 
sin posibilidad alguna de EXIGIR derechos socialmente legitimados. 
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Segundo Caso. Subcontratación 
 
Las empresas en franca vía de modernización consideran que su actividad 
sustantiva debe de estar en manos de un grupo altamente calificado de 
personas. Con esa percepción, los servicios de limpieza, vigilancia, seguridad, 
transporte, etc. Son considerados destructivos y “antieconómicos” para las 
mismas.  
 
En Nicaragua, al inicio de los años 90`s y en la medida en que el Consenso de 
Washington fue permeando las distintas estructuras, organizaciones y 
actividades económicas, productivas y de servicios fueron apareciendo 
empresas de subcontratación que a la usanza de modelos norteamericanos 
principalmente, se organizaron para brindar servicios, como por ejemplo de 
seguridad y vigilancia.  
 
Resalto el tema de vigilancia por lo siguiente, con el final de la guerra y la 
pérdida de las elecciones, se inició la reducción y compactación del ejército y la 
policía principalmente, decenas de miles de miembros del ejército y policías 
perdieron su trabajo. El gobierno, al licenciarlos les dio un bono económico y 
les planteó la posibilidad que cada quien hiciera su empresa. En esa lógica, 
algunos altos militares del ejercito, y jefes de policía crearon sus propias 
empresas de seguridad y compraron franquicias de empresas internacionales 
de Vigilancia y Seguridad y se convirtieron en generadores de empleo de miles 
de militares que solo tenían como experiencia el servicio militar.  
 
Esto facilitó que en una gran parte de las empresas públicas y privadas, se 
eliminaran a los trabajadores de vigilancia por contratar a las empresas 
modernas con mayor experiencia (militar) y que aseguraran por su contrato los 
bienes y activos de las empresas contratantes.  
 
La empresa de servicios a la que se hace referencia, contó con activos iníciales 
de gran valor, hombres experimentados, contratos importantes, y sobretodo 
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una masa de desempleados que en el fondo de su ser se sintieron agradecidos 
con sus jefes que les dieran una colocación aunque fuese subordinada.   
 
Parte del discurso que se manejó a principios de los 90´s es que un trabajador 
se podría cualificar más perteneciendo a una empresa especializada en los 
oficios que realizaban los trabajadores en la otra empresa, por lo cual uno de 
los beneficios que se les otorgaría es que podrían escalar gradualmente con el 
propósito de obtener mejores trabajos.  
 
Lo que está claro y el resultado modelo es que la empresa de vigilancia y 
seguridad se ha posicionado en el mercado, ha alcanzado altos niveles de 
rentabilidad, sus propietarios obtienen grandes beneficios, desde el punto de 
vista capitalista se puede considerar exitosa, lo cual no ocurre con sus 
trabajadores de base, quienes tienen salarios bajos, muchos debajo de los 
mínimos establecidos, con jornadas laborales que conspiran contra la salud 
mental y la vida familiar y sin derechos a horas extras. Y además con una 
estructura cuasi militar en donde no es posible ninguna organización ni 
reivindicación de derechos, el “ordeno y mando” y el  mando único y vertical es 
el signo de esta organización que vulnera –como es evidente- todos los 
avances en materia jurídico laboral en cuanto a la organización de los 
trabajadores.  
 
El éxito de esta empresa dio paso a que se constituyeran decenas de 
empresas de este tipo a todo lo largo del país y la gran mayoría de los que 
trabajan en ellas no cotizan al seguro social, no ganan horas extras, ni tienen 
organización sindical y una buena parte de ellos ni conocen a quien los 
contratan, ni saben quienes son sus jefes, solo conocen al supervisor que les 
entrega el horario de trabajo según lo estime pertinente, no importando el lugar 
ni la distancia que tenga que viajar el trabajador (a su costa) y este no tiene 
mayores posibilidades de que alguien lo escuche como persona.  
 
Miles de personas son vigilantes y están viviendo la situación antes 
mencionada y antes fueron recursos claves para la vida de la nación. Muchos 
de ellos, al pasar de los años quedaron desempleados y hoy en día si vemos 
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los anuncios del periódico, una buena parte de los nicaragüenses, no tienen 
posibilidad ni siquiera de ser vigilantes porque no tienen la estatura física, ni la 
edad, ni la formación, ni condiciones psicológicas para ser vigilantes 
tercerizados de la seguridad de los más pudientes de este país.  
 
Los vigilantes por la naturaleza de su trabajo no pueden estudiar, las empresas 
no tienen interés que se califiquen y eso recrea el circulo de atraso y pobreza 
en que visen miles de familias nicaragüenses. Una consecuencia directa 
también de la subcontratación es que como se pierde contacto entre el 
empleador y el trabajador, la posible interacción humana que puede producirse 
en una relación norma es inexistente y por tanto no hay ninguna sensibilidad de 
los trabajadores un nombre en una planilla. Es tan cierto, que si ocurre una 
irregularidad en el ejercicio de las funciones de un trabajador de vigilancia, el 
contratante llama al supervisor de la empresa para que resuelva el problema 
cualquiera sea la naturaleza del problema. 
 
El vigilante, no logra establecer arraigo con el objetivo, porque la empresa se 
garantiza la movilidad del trabajador para evitar lealtades con el contratante 
que afecten la relación profesional con la empresa y es por eso que la 
movilidad es un elemento clave de este sistema de empleo. En la medida de lo 
posible, en meses de prueba para la idoneidad del trabajador se evita el pago 
del seguro social, aunque al trabajador se le hace la deducción, cuando se 
puede hasta que no les realizan auditorías puntuales del Seguro Social no 
cotizan activamente por el personal. 
 
Es verdad que el personal de base tiene una alta rotación, sobretodo hoy en 
día que hay una mayor oferta de servicios, en cuyas empresas se ofrecen 
beneficios sociales inexistentes en sentido real. 
 
En la medida que aumenta la inseguridad ciudadana, se aumenta la demanda 
del servicio de vigilancia y tienen más posibilidades de éxito comercial y 
económico estas empresas, debido a que los trabajadores no están 
concentrados en un solo sitio, a la alta movilidad espacial a la alta rotación y a 
la falta de organización de los trabajadores los inspectores del Trabajo del 
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Ministerio del Trabajo no tienen posibilidades de ejercer su labor de regulación 
y protección que la norma establece, de tal forma que el mercado, o sea los 
capitalistas o administradores del capital determinan las condiciones, calidad, y 
naturaleza del trabajo, sin o tomando en cuenta el Derecho y las Normas que 
puedan asistir a los Trabajadores. 
 
Esta empresa que describimos, ha logrado diversificarse en otros negocios de 
Protección distribuyendo Tecnología sofisticada de protección obteniendo mas 
utilidades día adía y los originales trabajadores de base seguramente son 
miembros del Ejército de Desempleados que hoy están reclamando al Seguro 
Social una pensión mínima o al gobierno una pensión de Gracia por sus 
méritos de la Guerra de los 80.  
 
Tercer Caso: Informalidad 
 
Una empresa agroindustrial nicaragüense, modelo de desempeño con 
certificaciones internacionales, cuyos productos son de exportación de máxima 
calidad, tiene regímenes laborales diversos. Una elite de empleados que 
alcanza condiciones de vida equivalente a cualquier persona de clase media de 
un país del primer mundo, trabajadores calificados técnicamente y con gran 
calidad profesional, que se sienten orgullosos de ser parte de esta empresa y 
tienen privilegios materiales por encima del promedio de los existen del país a 
cualquier empresa de su escala. 
 
Esta empresa otrora buque insignia de Beneficios sociales para todos sus 
trabajadores decidió en el marco de la competitividad disminuir su plantilla 
laboral, para ahorrar en gasto social, superar políticas paternalistas según decir 
de los administradores y con ello elevar la renta y utilidades de la empresa. 
Algunos de los que fueron cesanteados debido a su gran experiencia y 
conocimientos y a los recursos acumulados en su liquidación fueron instados a 
organizar sus propias empresas de Servicio de tal forma que su desempeño 
como tales garantizaría que las labores productivas de alto costo salarial dentro 
 114 
de la empresa pudiesen ser realizadas garantizando la calidad necesaria, el 
know how requerido y con el agradecimiento pertinente para obtener la lealtad 
de los intermediarios. Estos nuevos empresarios conocedores del territorio, de 
las carencias y cualidades de los trabajadores y competencias laborales 
seleccionaron algunos recursos humanos, que como una especies de 
capataces especializados seleccionan líderes de grupo que se denominan 
guías que a diario y/o semanalmente seleccionan personal para trabajar en el 
marco de la estacionalidad de las labores agrícolas. 
 
El resultado inmediato fue la pérdida de adscripción a la empresa, en segundo 
término la eliminación de cualquier forma de carácter asociativa particularmente 
los sindicatos y en tercer lugar que muchos de los mecánicos, tractoristas, 
paileros, agrimensores, electricistas, cocineros, entre otros. Se convirtieron en 
trabajadores por cuenta propia en las condiciones más duras del desempeño 
de la vida laboral a ganarse el real vendiendo sus servicios por el precio de la 
reproducción simple la mayoría de veces. 
 
La reproducción social en el marco de la informalidad somete a la mayoría de 
la población nicaragüense en edad de trabajar a situaciones extenuantes, de 
fatiga o de seguridad y autoestima cuando se logra un nicho de confort que 
permite generar ingresos con cierta regularidad y sin estar sometido a la 
voluntad y arbitrariedad de un empleador. 
 
Haber disminuido los puestos de trabajo de las empresas determino que la 
gran mayoría de los expulsados de los empleos por la competitividad pasarán a 
la informalidad. 
 
Tiene un segmento de trabajadores en condiciones de precarización.  
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Conclusiones 
El estudio centra su interés en la influencia y/o determinación del Consenso de 
Washington en el trabajo asalariado. Se ha afirmado que en el caso de 
Nicaragua, este se aplicó en un período de posguerra, con un gobierno débil, 
carente de recursos y deudas acuciantes. 
 
Como se ha demostrado hasta la saciedad, las políticas neoliberales entre 
otras cosas destruyen el empleo. En el caso de Nicaragua este proceso fue 
más rápido, más fácil y con muchos traumas y tensión para el gobierno y los 
empresarios, pero sobretodo para los trabajadores. 
 
La posguerra determinó un país crispado, dividido, agotado y desesperado; el 
nuevo gobierno trajo consigo la “ayuda” de los organismos multilaterales FMI, 
BM, entre otros y la cooperación de la AID-USA y de la Unión Europea, 
particularmente la de los países nórdicos, con promesas de que con esta 
cooperación el país debía estar dispuesto a cumplir compromisos y hacer 
sacrificios para implementar una estrategia de crecimiento y recuperación 
económica y sobretodo de combate a la pobreza. 
 
El país era deficitario, el gobierno muy grande y costoso, por tanto había que 
reducirlo; las empresas del Estado eran ineficientes y casi improductivas, había 
que venderlas, léase Privatizarlas. Esto –evidentemente- es porque el giro del 
gobierno no era ser empresario y si administrador público, con naturaleza de 
facilitador. 
 
La reducción del Estado, la eliminación de las empresas del Estado a través de 
programas de reconversión ocupacional, generaron de forma inmediata una 
masa monetaria que era espejismo de una senda para el cambio, lo que estaba 
omitiendo era un proceso masivo de desempleo y el inicio casi sistémico de un 
proceso de tercerización. Esto era posible porque en menos de dos años un 
creciente ejercito de reserva de desocupados estaban en la necesidad y en 
condiciones de aceptar cualquier empleo en cualquier condición inestable, o 
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sea sin estructura organizativa y social de perdurabilidad y estabilidad, 
insegura, por cuanto no obedecía a contratos y regulaciones y con ingresos 
determinados por la oferta abundante y la demanda escasa y con una voluntad 
y afán de enriquecimiento de los-as empleadores-as de una forma inédita. 
 
Esta modalidad de la relación trabajo asalariado-capital en condiciones de 
precariedad, para este último (el capital) tuvo su expresión formal en 
subcontrataciones. Socialmente no hubo mayores resistencias porque los 
“Organismos Salvadores” lo imponían, el Estado los avalaba, y usaba todos 
sus recursos políticos, de mediación y corrupción con toda la fuerza. 
 
Por su parte las organizaciones sindicales no pudieron ponerse a la altura de 
esas circunstancias  por su debilidad de identidad en tanto se adscribieron 
política y sumisamente al partido perdedor de la contienda electoral de 1990. 
 
Es importante mencionar que el contexto socioeconómico y la pérdida de 
referentes político e ideológica, no permitieron ni favorecieron espacios de 
lucha exitosa, exceptuando los sindicatos del sector salud y educación publica. 
 
De forma inmediata se observó también actuaciones en empresas privatizadas 
y en privadas que utilizaron el esquema de la subcontratación y le imprimieron 
más fuerza al llamado trabajo precarizado. Esto fue facilitado porque los 
gobernantes eran facilitadores del esquema de modernización empresarial, que 
tomando como referentes la competitividad y la utilidad por encima de todo, 
eliminaron puestos de trabajos y con ellos, sindicatos, eliminaron prestaciones 
y derechos adquiridos (a pesar de la ley) y con eso disminuyeron costos y 
elevaron ganancias. 
 
Las nuevas contrataciones tienen vicios, abusos y vacíos jurídicos. La famosa 
Responsabilidad Social Empresarial –QUE ES NEOLIBERAL- no se aplica al 
derecho laboral, ni toma en cuenta los Convenios Internacionales ni los 
Derechos Constitucionales. Los nuevos parámetros de eficiencia laboral 
tienden hacia el desmejoramiento de las condiciones de trabajo y bienestar del 
trabajador.  En las nuevas realidades que se escribieron desde el Consenso de 
 117 
Washington, lo que prima es afán de lucro, éste es el inspirador del éxito y la 
prosperidad. 
 
Se puede afirmar también que, para el Derecho Laboral todas las leyes están al 
servicio de los trabajadores en una forma lineal, es decir, que no existe la 
inconstitucionalidad bajo ninguna circunstancia a este respecto. Sin embargo 
también se observa claramente la intención que tiene el capital privado de 
utilizar las herramientas jurídicas con el único propósito de seguir manejando el 
poder político, para el control del Estado y los ejes de acumulación. 
 
En la Nicaragua de hoy, hay empresas que en los 80 tenían más de 3000 
trabajadores y hoy en día, según el secretario general del FNT12, a lo sumo 
llegan a 500 en planilla, el resto fue despedido usando la protección del 
gobierno, los vacíos legales y la desregulación. Hoy en día participan de la 
actividad productiva y distributiva más que en la década anterior, pero 
contratados a otras empresas especializadas en transporte, limpieza, vigilancia, 
consultoría e informática, capacitación, auditorías, e incluso pago de planillas, 
llámese todo esto como outsourcing. 
 
Asimismo, la suma de los trabajadores tercerizados de las empresas de 
vigilancia casi igualan al total de los efectivos de la Policía Nacional. Los 
derechos laborales de estos trabajadores son casi inexistentes, la inestabilidad 
y bajos salarios determinaran en el futuro una masa envejecida de trabajadores 
sin ningún recurso económico por cuanto la mayoría no cotizara lo suficiente 
para una pensión en la Seguridad Social.  
 
Haber eliminado la fuerza de trabajo, permitió la reducción de costos salariales, 
la eliminación de las luchas sindicales y ello flexibilizó la fuerza de trabajo. Esto 
es la tercerización, la ruptura de lo que era la continuidad en el tiempo y 
espacio de la relación de empleo entre el asalariado y la empresa. La ruptura 
de ese vínculo y sus consecuencias masivas en el caso de Nicaragua, es 
                                            
12
 Entrevista realizada en Febrero del 2011 
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atribuible a las políticas neoliberales gestoras y productoras del Consenso de 
Washington. 
 
Los trabajadores precarios se insertan de una forma degradada, en el nuevo 
esquema productivo de las empresas. Los trabajadores, con el comportamiento 
de sálvese quien pueda, por docenas o centenas hacen fila en los planteles de 
la construcción para se seleccionados a diario y con suerte semanalmente por 
los capataces de obras.  
 
En la producción asalariada agroindustrial, el guía (capataz), último en el 
escalón de asalariado de la empresa, selecciona diariamente quien 
“colaborará” o no en el corte de caña o café, sin ningún derecho social. Incluso 
trabajando un Lunes y recibiendo el pago del día trabajado el día sábado. 
 
Todo esto va en contra del Derecho Internacional Laboral, de la Constitución, 
las leyes y normas que protegen al trabajador, mismas que son resultado de 
luchas e incluso de presión y muertes de trabajadores de más de un siglo. Y la 
situación en Nicaragua, a pesar de expresiones de la clase política que habla 
de acuerdo y consensos tripartitos, el resultado es que el Salario mínimo no 
cubre ni media canasta básica y que los empleadores tienen todas las de ganar 
cuando hay conflictos en el trabajo.  
 
Por tanto, la tercerización lesiona los derechos laborales y retrocede a la 
sociedad de hecho y jurídicamente a situaciones históricas que se 
consideraban superadas. 
 
Actualmente una de las luchas que enarbola el sindicalismo nicaragüense (lo 
que queda de él), es la aprobación de la Ley tutelar de los derechos laborales 
en las formas alternativas de contratación (Ley tutelar de los derechos 
laborales en las formas alternativas de contratación de trabajo). Es tan clara la 
tendencia hacia la tercerización del trabajo que, regular esta actividad es vital 
para la clase trabajadora nicaragüense. 
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El trabajo precario es sinónimo de economía precaria, empresarios insensibles 
y de poca visión y de organizaciones multilaterales y de la cooperación que 
actúan bajo el dictado e imperio del capital y no de la búsqueda del crecimiento 
y el desarrollo económico, la justicia y el bienestar de los pueblos como se 
consigna en sus documentos fundacionales y en sus planes y programas de 
ayuda al desarrollo.  
 
En definitiva, Organismos que fueron creados en un momento histórico para la 
paz mundial, hoy sirven de instrumentos de una élite de países para imponer 
un sistema socioeconómico determinado y a empobrecer a países como el 
nuestro.  
 
Finalmente, aun con el Gobierno actual –de unidad y reconciliación nacional- 
que intenta aumentar políticas sociales siendo un gobierno con una perspectiva 
de izquierda, los intentos por mejorar la condición en el trabajo  de los 
nicaragüenses han sido completamente válidos, y se han podido observar en 
este trabajo a nivel de indicadores porcentuales –en casi todas las esferas de 
trabajo como duración de los contratos, sindicatos inscritos, mercado laboral, 
niveles de pobreza, entre otros-, el sistema neoliberal se ha enraizado de una 
forma tal que, aun es muy difícil (después de cinco años de gobierno de 
izquierda) hablar de una economía que no es neoliberal y menos aun 
capitalista, todo ello como parte de las medidas que el Consenso de 
Washington impuso a nuestros países, en particular al de Nicaragua.  
 
Los limites de la acción estatal residen afuera de los entornos susceptibles a 
los gobiernos de turno que no pueden controlar los efectos segregacionistas 
del proceso de globalización, y tampoco pueden evitar la canalización de 
fondos por medio de redes privadas y gubernamentales de “solidaridad 
internacional”. La pérdida de autonomía del Estado respecto del elemento 
externo es evidente. 
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Recomendaciones 
 
 El Estado, y en particular el gobierno, actúe de manera coherente 
con las normas jurídicas que protejan al trabajador por ser los sujetos 
que se encuentran en una relación de desventaja con el empleador. Que 
sea el agente regulador, supervisor y gestor de la relación trabajador-a y 
la patronal.  
 
 Fortalecer las instituciones gubernamentales para lograr 
implementar acciones que vayan encaminadas a mejorar la situación de 
los trabajadores, a decir el Ministerio del Trabajo y todas sus 
ramificaciones con el propósito que ésta siga siendo una institución de 
acompañamiento y protección continua a los-as trabajadores-as.  
 
 Continuar con la implementación de políticas de generación de 
empleo (que ya existen y funcionan de alguna manera) para 
proporcionar mayor información a los sujetos de la relación laboral para 
reducir el tiempo de búsqueda de trabajo. 
 
 Que se aprueben leyes que regulen la nuevas formas y 
actividades en las relaciones del trabajo, a decir por ejemplo, el proyecto 
de ley de tercerización “Ley de regulación y ordenamiento de la 
tercerización, subcontratación e intermediación del empleo”. 
 
 Fortalecer a los sindicatos y a los movimientos obreros y de 
trabajadores que existen en el país, para que sean los principales 
actores de la resolución de los problemas del trabajador-a con el 
empleador-a. Los trabajadores necesitan (para la estabilidad laboral y de 
ellos mismos) una institución sindical que los represente frente al 
empleador,  aunque el sistema predominante promueva  la 
desarticulación de los mismos.  
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